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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. ANTE LA 
OMISIÓN DE UNA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD EN 
EJERCICIO DE ESE DERECHO, NO ES NECESARIO AGOTAR EL MEDIO DE 
DEFENSA PREVISTO EN LA LEY RELATIVA Y SU REGLAMENTO ANTES DE 
ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO RECLAMANDO UNA VIOLACIÓN AL 
ARTÍCULO 8o. CONSTITUCIONAL. 
 
Del contenido de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, así como del proceso legislativo que le dio origen, se 
advierte que el legislador tuvo como propósito fundamental desarrollar a nivel legal 
la garantía prevista en el artículo 6o. constitucional estableciendo el derecho de 
acceso a la información pública gubernamental como un mecanismo para hacer 
efectivo el principio de publicidad de los actos de gobierno y así lograr que el 
ciudadano pueda ejercer un mejor control sobre tales actos y, de esa forma, estar 
en posibilidad de salvaguardar, al mismo tiempo, el resto de sus garantías. En 
congruencia con lo anterior, y atento al principio de supremacía constitucional, la 
citada prerrogativa legal no limita ni restringe en forma alguna el derecho de 
petición previsto en el artículo 8o. constitucional, sino que, por el contrario, lo 
armoniza y complementa; de ahí que en los casos en que las autoridades 
obligadas por dicha ley no den respuesta a una solicitud de información de un 
particular, que no deja de tener el carácter de una petición, independientemente 
de los términos en que se formule, será optativo para el interesado agotar el 
procedimiento previsto en los artículos 53 de la citada ley y 93 de su reglamento, 
con el objeto de obtener una respuesta y la información solicitada, o bien, acudir 
directamente al juicio de garantías invocando una violación directa a la garantía de 
petición. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.1o.A.168 A 
 
Amparo en revisión 215/2008. Presidente de la Comisión Federal de 

Competencia. 11 de julio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Joel 
Carranco Zúñiga. Secretario: Agustín Gaspar Buenrostro Massieu. 

 
AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON AQUELLOS QUE NO 
CONTROVIERTEN CADA UNA DE LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA 
ANALIZADAS EN LA SENTENCIA DE AMPARO. 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado reiteradamente el 
criterio de que los agravios en la revisión son inoperantes cuando no combaten 
todas y cada una de las consideraciones contenidas en la sentencia de amparo. 
En ese sentido, si el inconforme no controvierte en su totalidad las causales de 
improcedencia relacionadas con los actos reclamados, las cuales fueron 
analizadas por el Juez de Distrito de manera independiente y desvinculadas entre 
sí, sustentándolas en razonamientos diversos, es incuestionable que prevalecen. 
Ello es así porque, invariablemente, los motivos de inconformidad en la revisión 
deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de todos los 
argumentos en que se sustenta la resolución impugnada ya que, de no ser así, las 
manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y 
deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos insuficientes 
para revocar la resolución recurrida. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.7o.A.123 K 
 
Amparo en revisión (improcedencia) 412/2008. Comunicación Técnica 

Integrada, S.A. de C.V. 12 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. 
Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar González 
Méndez. 

 
AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 119, FRACCIÓN XV, DE LA LEY 
RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD AL REMITIR A LOS 
TÍTULOS DE CONCESIÓN, ASIGNACIÓN O PERMISOS DE DESCARGA PARA 
VERIFICAR EL INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES. 
 
El artículo 14 constitucional prevé el principio de tipicidad, el cual exige que las 
conductas generadoras de sanciones previstas en las leyes se encuentren 
descritas con conceptos claros, estableciendo todos sus elementos, 
características, condiciones, términos y plazos, de manera que los juzgadores, al 
realizar el proceso de adecuación de la conducta a la norma legal, conozcan su 
alcance y significado. Ahora bien, de la interpretación coherente y sistemática de 
lo dispuesto por los artículos 3, fracción XIII, 20, 23 y 29 de la Ley de Aguas 
Nacionales se llega a la conclusión de que las obligaciones que la Comisión 
Nacional del Agua consigna en los títulos de concesión no son sino las 
establecidas en la ley de la materia, atendiendo a las circunstancias particulares 
de explotación, uso o aprovechamiento que se concedan a la persona física o 
moral de que se trate, es decir, el título de concesión es el instrumento a través del 
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cual los concesionarios de la red de aguas nacionales conocen sus derechos y 
obligaciones legales correspondientes a sus circunstancias particulares de 
aprovechamiento de aguas. Por consiguiente, cuando el artículo 119, fracción XV, 
de la Ley de Aguas Nacionales dispone que constituyen infracción a dicha ley las 
violaciones a las obligaciones consignadas en los títulos de concesión, asignación 
o permisos de descarga, establece con claridad cuáles son los actos contrarios a 
la ley, pues se trata de actos que violan las obligaciones legales de los 
concesionarios y que simplemente están delimitadas por los términos en que se 
encuentre otorgado el título correspondiente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.1o.A.164 A 
 
Amparo directo 155/2008. AP Acabados, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2008. 

Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretario: Rodrigo 
Mauricio Zerón de Quevedo. 

 
ALIMENTOS. ES LEGAL SU CONDENA AUNQUE NO SE RECLAMEN 
EXPRESAMENTE EN EL JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. 
 
La demanda constituye un todo que debe analizarse en su integridad a efecto de 
dilucidar las verdaderas pretensiones sometidas a litigio. Por ende, si en un juicio 
ordinario de reconocimiento de paternidad el juzgador, fundado en las 
manifestaciones que la accionante hizo en los hechos de su demanda, advierte la 
cuestión relativa a los alimentos, es correcto que se pronuncie al respecto aunque 
tal prestación no haya sido expresamente demandada, toda vez que del contenido 
de los artículos 940, 941 y 942 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal se desprende que en las controversias del orden familiar, el 
juzgador puede intervenir de oficio y suplir la deficiencia de las partes en sus 
planteamientos de derecho, sin que se requiera de formalidades especiales 
cuando se solicite la declaración, preservación, restitución o constitución de un 
derecho, se alegue la violación del mismo o el desconocimiento de una obligación. 
Así, es legal que al haber resultado procedente la acción de reconocimiento de 
paternidad, se haya condenado al demandado al pago de alimentos, pues de lo 
contrario se podría hacer nugatorio el derecho del acreedor alimentario a que se 
resuelva de inmediato la cuestión relativa a la falta de ministración de los mismos, 
y tornarse inoportuna la atención a esa necesidad alimenticia, que en sí misma 
implica la subsistencia de la persona y que se genera de momento a momento, 
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todo por darle preferencia a formulismos procesales, lo cual pone en peligro la 
subsistencia del acreedor de tan apremiante necesidad. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 
I.3o.C.716 C 
 
Amparo directo 519/2008. 30 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Benito Alva Zenteno. Secretario: V. Óscar Martínez Mendoza. 
 
AMPARO CONTRA LEYES. CUANDO SE CONCEDE LA PROTECCIÓN 
FEDERAL RESPECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN, PERO NO EN RELACIÓN 
CON LA LEY IMPUGNADA, EL QUEJOSO CONSERVA SU INTERÉS 
JURÍDICO PARA RECLAMAR EN LA REVISIÓN QUE SE DECLARE SU 
INCONSTITUCIONALIDAD, PUES AL ABORDARSE EL ESTUDIO 
CORRESPONDIENTE PODRÍA OBTENER MAYORES BENEFICIOS. 
 
Cuando en el juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad de una ley con 
motivo de un acto de aplicación y en la sentencia sólo se otorga la protección 
respecto de éste, el quejoso conserva su interés jurídico para interponer el recurso 
de revisión, pues existe la posibilidad de que del estudio de los agravios se llegue 
a la conclusión de que la ley combatida es inconstitucional, lo que de suyo importa 
la obtención de mayores beneficios para el quejoso recurrente que los ya 
conseguidos con el fallo de primer grado. Lo anterior es así, porque cuando se 
trata de la inconstitucionalidad de leyes reclamadas en amparo indirecto, el efecto 
de la sentencia que otorga la protección federal no sólo consiste en dejar 
insubsistentes los actos de aplicación reclamados, sino impedir que el dispositivo 
combatido pueda volverse a aplicar válidamente en perjuicio del quejoso, es decir, 
que aun cuando se otorgue la protección constitucional por los actos de aplicación, 
por vicios propios, el quejoso conserva su interés jurídico para reclamar que se 
declare la inconstitucionalidad de la ley; por ello, está en aptitud legal de 
interponer el recurso de revisión contra una sentencia que, en ese aspecto, le es 
desfavorable y, por ende, correlativamente el tribunal revisor deberá efectuar el 
análisis correspondiente. Además, la procedencia del recurso deriva del artículo 
84, fracción I, de la Ley de Amparo, y es acorde con el principio de derecho 
procesal consistente en que puede impugnar una resolución judicial quien no 
obtiene todo lo que pidió o quien resiente un agravio. 

 
2a./J. 191/2008 
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Amparo en revisión 198/2001. Banco Inbursa, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Inbursa. 17 de octubre de 2001. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: José Vicente Aguinaco 
Alemán. Secretario: Emmanuel G. Rosales Guerrero. 

 
Amparo en revisión 358/2001. Inversora Bursátil, S.A. de C.V., Casa de 

Bolsa, Grupo Financiero Inbursa. 14 de noviembre de 2001. Cinco votos. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina. 

 
Amparo en revisión 130/2002. Manuel Cruz Guillermo. 7 de junio de 2002. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Carlos A. Morales 
Paulín. 

 
Amparo en revisión 156/2008. Servicios Profesionales y Maquinados BGH, 

S.A. de C.V. 16 de abril de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Israel Flores Rodríguez. 

 
Amparo en revisión 962/2008. 29 de octubre de 2008. Cinco votos. Ponente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza. 
 
Tesis de jurisprudencia 191/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiséis de noviembre de dos mil ocho. 
 
AMPARO CONTRA LEYES. CUANDO SU INCONSTITUCIONALIDAD SE HACE 
DERIVAR DE LA VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE AUDIENCIA, EL QUEJOSO 
CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMARLA, SI LA NORMA SE 
APLICÓ EN UN PROCEDIMIENTO EN EL QUE TUVO OPORTUNIDAD DE 
DEFENSA. 
 
El juicio de amparo indirecto contra leyes es improcedente, en términos de la 
fracción V del artículo 73 de la Ley de Amparo, cuando la inconstitucionalidad de 
los preceptos reclamados se hace derivar de la transgresión a la garantía de 
audiencia, si en el procedimiento o juicio en el que se aplicaron la autoridad 
responsable respetó ese derecho constitucional, dando oportunidad de defensa al 
quejoso, es decir, permitiéndole plantear u oponerse a los hechos fundatorios, 
rendir pruebas y formular alegatos, ya que en esta hipótesis no se le ocasionó 
perjuicio alguno que lo legitimara para ejercer la acción de amparo. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
VI.2o.C.288 K 
 
Amparo en revisión 235/2008. Guadalupe Morán Torres. 6 de noviembre de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. 
Secretario: Raúl Ángel Núñez Solorio. 

 
AMPARO CONTRA LEYES. ES PROCEDENTE CONTRA LA REFORMA A UNA 
DISPOSICIÓN LEGAL PORQUE CONSTITUYE UN ACTO LEGISLATIVO 
NUEVO, PERO SÓLO RESPECTO DE LA PORCIÓN NORMATIVA QUE HAYA 
SIDO OBJETO DE MODIFICACIÓN, NO ASÍ RESPECTO DE LAS DEMÁS 
PREVISIONES LEGALES INALTERADAS QUE PREVIAMENTE SE HAYAN 
CONSENTIDO. 
 
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
criterio en el sentido de que la reforma de una disposición legal constituye un acto 
legislativo nuevo, aun y cuando reproduzca el contenido de la norma de vigencia 
anterior, o tenga con ella similitudes o diferencias esenciales o accidentales, así 
como que un nuevo acto legislativo que reforma o modifica un texto legal confiere 
derecho a impugnar, a través del juicio de amparo, ese mandato específico del 
legislador y, además, los preceptos que con ese pronunciamiento se vean 
directamente afectados en cuanto a su sentido, alcance o aplicación, de tal modo 
que por su causa se varíe la situación que bajo ellos prevalecía, mas no aquellos 
que simplemente por pertenecer a un mismo cuerpo normativo guardan una 
relación ordinaria y común con el que fue materia de la reforma y cuyas hipótesis 
de observancia o aplicación, por parte del receptor de la ley, no cambian. Ahora 
bien, como una reforma puede afectar a todo un cuerpo normativo, a uno o varios 
de los preceptos que lo integran o, inclusive, a una o varias porciones normativas 
de un mismo precepto legal, es dable concluir que sólo la disposición que fue 
materia de la reforma o modificación constituye el acto legislativo nuevo que 
autoriza a promover el juicio de amparo contra la hipótesis normativa que haya 
sido modificada, no así respecto de las demás previsiones legales inalteradas que 
no forman parte del nuevo acto, que previamente se hayan consentido, ya que en 
relación con ellas el Poder Legislativo no manifestó su voluntad ni reflexionó sobre 
la permanencia de sus términos. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 
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I.15o.A.37 K 
 
Amparo en revisión 255/2008. Antonio Andrés León Zárate. 27 de agosto de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés Galván. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas. 

 
AUMENTO DE OBLIGACIONES FISCALES. SI UNA ASOCIACIÓN CIVIL 
NIEGA LISA Y LLANAMENTE HABER PRESENTADO EL AVISO 
RESPECTIVO, CORRESPONDE A LA AUTORIDAD FISCAL DEMOSTRAR EL 
HECHO RELATIVO EN QUE APOYA LA DETERMINACIÓN DEL CRÉDITO 
FISCAL. 
 
Si la autoridad impone una multa a una asociación civil inscrita en el régimen de 
las personas morales con fines no lucrativos, conforme al cual debe tributar, y 
dicha autoridad lo sustenta en que de acuerdo con sus registros, aquélla incumplió 
con la obligación de haber presentado el aviso de aumento de obligaciones a que 
se refieren los artículos 27 del Código Fiscal de la Federación y 14, fracción III, de 
su reglamento, y la asociación lo niega lisa y llanamente, ésta queda liberada de la 
carga de la prueba, pues el artículo 68 del mencionado ordenamiento legal, sólo 
establece la presunción de legalidad de las resoluciones y no de los hechos que la 
motivaron si son desconocidos sin reserva alguna por el contribuyente, como 
ocurre en el supuesto descrito, del cual no se infiere la afirmación de algún otro 
hecho. 

 
2a./J. 193/2008 
 
Contradicción de tesis 162/2008-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Tercero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito. 19 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Javier Arnaud Viñas.  

 
Tesis de jurisprudencia 193/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiséis de noviembre de dos mil ocho. 
 
AVERIGUACIÓN PREVIA. EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO ES 
IMPROCEDENTE, POR FALTA DE INTERÉS JURÍDICO DEL INDICIADO, 
CONTRA LA DETERMINACIÓN DEL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA 
POR LA QUE REVOCA EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL 
PROPUESTO POR EL MINISTERIO PÚBLICO Y ORDENA LA DEVOLUCIÓN 
DE LA CAUSA A ÉSTE PARA QUE SE RECABEN Y DESAHOGUEN 
DIVERSOS MEDIOS DE PRUEBA. 
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Conforme al artículo 73, fracción V, en relación con el numeral 4o., ambos de la 
Ley de Amparo, el juicio de garantías es improcedente cuando el quejoso carece 
de interés jurídico. Ahora bien, si se toma en cuenta que la comprobación de dicho 
interés requiere demostrar que el acto reclamado lesiona la esfera jurídica del 
gobernado, resulta evidente que el indiciado carece de interés jurídico y, por tanto, 
es improcedente el juicio de amparo indirecto que promueva contra la 
determinación del Procurador General de Justicia por la que revoca el no ejercicio 
de la acción penal propuesto por el agente del Ministerio Público y ordena la 
devolución de la causa a la representación social para que se recaben y 
desahoguen diversos medios de prueba, en tanto que ello constituye la 
continuación de una labor fundamental de la autoridad ministerial, conferida por el 
artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
investigar posibles hechos delictuosos, y ni la Constitución ni las leyes 
secundarias otorgan a los indiciados el derecho de oponerse a la continuación de 
una averiguación previa, aun cuando sean considerados probables responsables, 
pues estimar lo contrario sería tanto como anteponer el interés particular al de la 
sociedad. Al respecto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que la revisión, a través del juicio de amparo indirecto, de los 
actos acaecidos durante la averiguación previa es excepcional y debe ser 
determinada en aras de preservar, al menos en su expresión mínima, la función  
indagatoria, a fin de no entorpecer  las facultades y obligaciones conferidas 
constitucionalmente al Ministerio Público. Además, la determinación de revocar el 
no ejercicio de la acción penal no causa un perjuicio actual a los indiciados, pues 
sus efectos no son de imposible reparación, ya que pueden desvirtuarlos o 
contrarrestarlos dentro de la misma etapa ministerial, a partir del ofrecimiento y 
desahogo de pruebas de descargo, en los términos y con los requisitos y límites 
que fijen las leyes; o bien, hasta que la autoridad judicial a quien corresponda 
conocer de la causa penal determine que procede librar la correspondiente orden 
de aprehensión, momento en el cual real y efectivamente se afectará su esfera 
jurídica. 

 
1a./J. 87/2008 
 
Contradicción de tesis 151/2007-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del Cuarto 
Circuito. 13 de agosto de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: José 
Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
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Tesis de jurisprudencia 87/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de fecha tres de septiembre de dos mil ocho. 

 
BOLETAS EN LAS QUE SE IMPONE UNA MULTA POR INFRACCIÓN AL 
REGLAMENTO SOBRE EL PESO, DIMENSIONES Y CAPACIDAD DE LOS 
VEHÍCULOS DE AUTOTRANSPORTE QUE TRANSITAN EN LOS CAMINOS Y 
PUENTES DE JURISDICCIÓN FEDERAL. SON RESOLUCIONES DEFINITIVAS 
Y, POR TANTO, EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
 
El artículo 11, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa vigente hasta el 6 de diciembre de 2007, prevé que el juicio 
de nulidad procederá contra las resoluciones definitivas en las que se impongan 
multas por infracción a las normas administrativas federales. En esa tesitura, las 
boletas mediante las cuales se impone una sanción determinada en días de 
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal por infracción al Reglamento 
sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad de los Vehículos de Autotransporte que 
Transitan en los Caminos y Puentes de Jurisdicción Federal, son resoluciones 
definitivas que actualizan el supuesto de procedencia indicado, dado que 
constituyen la expresión final de la voluntad oficial en torno a la comisión del ilícito 
administrativo que se imputa al gobernado y no requieren de la participación de 
una autoridad diversa, puesto que el citado ordenamiento no prevé procedimiento 
alguno para la imposición de las sanciones que establece y sólo señala 
expresamente, en su precepto 22, que éstas se calificarán tomando en cuenta la 
gravedad de la falta, los daños causados y, en su caso, la reincidencia, lo cual 
ocurre en el momento de su emisión. De ahí que ese tipo de infracciones sea 
susceptible de impugnarse mediante el juicio contencioso administrativo federal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE 
LA TERCERA REGIÓN. 

 
XVI.1o.(III Región)  
 
Amparo directo 134/2008. Panamco Bajío, S.A. de C.V. 29 de octubre de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto Díaz Ortiz. Secretario: Ángel 
de Jesús Fernández del Río. 

 
CARTA DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE. CON SU ENTREGA SE 
TIENE A ÉSTE POR INFORMADO DE TODOS SUS DERECHOS EN EL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS 
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AUTORIDADES FISCALES, INCLUIDO EL REFERENTE A LA 
AUTOCORRECCIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY RELATIVA. 
 
Del artículo 2º, fracción XII, de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, 
se constata que constituye un derecho de los gobernados, entre otros, el que al 
inicio de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales sean 
informados sobre sus prerrogativas y obligaciones en el curso de tales 
actuaciones, y a que éstas se desarrollen en los plazos previstos en las leyes 
fiscales; asimismo, la referida porción normativa señala que se tendrá por 
informado al contribuyente sobre sus derechos, sin exclusión alguna, cuando se le 
entregue la carta de los derechos del contribuyente y así se asiente en la 
actuación que corresponda. Por su parte, el artículo 13 de la ley aludida establece 
que cuando las autoridades fiscales ejerzan sus facultades de comprobación en 
materia de revisiones de contabilidad o de escritorio (artículo 42, fracción II, del 
Código Fiscal de la Federación), o de visitas domiciliarias (artículo 42, fracción III, 
del mismo ordenamiento legal), deberán informar al contribuyente con el primer 
acto que implique el inicio de esas facultades, el derecho que tiene para corregir 
su situación fiscal y los beneficios de ejercer el derecho mencionado. De la 
interpretación sistemática en sentido estricto de los preceptos legales anteriores, 
entendida ésta como la atribución de significado de un dispositivo legal de acuerdo 
con el contenido de otras normas, o contexto jurídico, es inconcuso que las 
disposiciones legales en estudio no pueden establecer imperativos legales 
excluyentes entre sí; esto es, que por una parte el artículo 2º, fracción XII, de la 
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente señale que se tendrá por 
informado a éste sobre todos sus derechos, sin exclusión alguna, cuando se le 
entregue la carta de los derechos del contribuyente y así se asiente en la 
actuación que corresponda y, por otra parte, que dentro de dichos derechos no se 
comprenda al previsto en el artículo 13 del mismo ordenamiento legal, consistente 
en la posibilidad del gobernado de autocorregirse. Lo anterior, porque el primero 
de los dispositivos legales en estudio no establece distinción alguna en cuanto a 
los derechos que habrán de entenderse por informados a los particulares con la 
entrega de la carta de los derechos del contribuyente, por lo que si la ley no hace 
distinción alguna sobre los derechos que se tienen por informados con ésta, debe 
considerarse que el relativo a la autocorrección del segundo numeral en cita sí 
forma parte de los mismos enumerados en la carta de referencia. Además, en los 
términos anteriores la entrega de la carta de los derechos del contribuyente crea 
una presunción a favor de la autoridad, por disposición expresa de la ley, en el 
sentido de que en ella se consignan todos los derechos de que goza el gobernado 
dentro del procedimiento de fiscalización efectuado, incluyendo el relativo a la 
autocorrección a que alude el artículo 13 del mismo cuerpo normativo y, conforme 
a ello, le correspondería al particular, de ser el caso, destruir esa presunción 
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mediante la demostración en autos de que en la referida carta no se consignaba 
un determinado derecho, pues de no ser así, bastará con que la autoridad 
demuestre que al inicio de la revisión o visita domiciliaria entregó dicha carta al 
contribuyente, para que con ello se tenga a este último por enterado de todos sus 
derechos en los términos de la legislación aplicable. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
VI.1o.A.265 A 
 
Amparo directo 346/2008. Fte Mexicana, S.A. de C.V. 31 de octubre de 2008. 

Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. 
Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

 
Revisión fiscal 177/2008. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte. 7 de 

noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Lorena Ortuño Yáñez, 
secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del 
Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrada. Secretaria: María Luisa Aceves Herrera. 

CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO POR VIOLACIÓN AL 
ARTÍCULO 8o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. OPERA CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE AL RENDIR 
SU INFORME JUSTIFICADO EXHIBE LA CONTESTACIÓN A LA PETICIÓN 
FORMULADA, QUEDANDO EXPEDITOS LOS DERECHOS DEL QUEJOSO 
PARA AMPLIAR SU DEMANDA INICIAL, PROMOVER OTRO JUICIO DE 
AMPARO O EL MEDIO ORDINARIO DE DEFENSA QUE PROCEDA.-De la 
interpretación de los artículos 73, fracción XVI y 80 de la Ley de Amparo, se 
concluye que la causa de improcedencia del juicio de garantías consistente en la 
cesación de efectos del acto reclamado, se actualiza cuando ante la insubsistencia 
del mismo, todos sus efectos desaparecen o se destruyen de forma inmediata, 
total e incondicionalmente, de manera que las cosas vuelvan al estado que tenían 
antes de la violación constitucional. Ahora bien, el hecho de que la autoridad 
responsable al rendir su informe justificado exhiba la respuesta expresa a la 
petición de la parte quejosa, producida durante la tramitación del juicio de amparo, 
significa, por una parte, que los efectos de la falta de contestación desaparecieron, 
de manera que las cosas volvieron al estado que tenían antes de la violación al 
artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por 
otra, que respecto del contenido de dicha contestación, el quejoso puede ampliar 
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su demanda inicial, promover otro juicio de amparo o el medio ordinario de 
defensa que proceda, toda vez que se trata de un nuevo acto. 

2a./J. 205/2008 
 

Contradicción de tesis 164/2008-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Décimo Quinto, ambos en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 19 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza. 

 
Tesis de jurisprudencia 205/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este  

Alto Tribunal, en sesión privada del tres de diciembre de dos mil ocho. 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA LA LEY 
DEL IMPUESTO A LOS DEPÓSITOS EN EFECTIVO CON MOTIVO DE SU 
PRIMER ACTO DE APLICACIÓN. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO 
QUE EJERCE JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DEL DOMICILIO FISCAL DEL 
CONTRIBUYENTE. 
 
Conforme al criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 146/2002, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, 
enero de 2003, página 324, de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN 
JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA UNA LEY FISCAL FEDERAL CON 
MOTIVO DE SU PRIMER ACTO DE APLICACIÓN, CONSISTENTE EN LA 
DECLARACIÓN Y PAGO DE LA CONTRIBUCIÓN POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERCE 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DEL DOMICILIO FISCAL DEL 
CONTRIBUYENTE.", cuando se impugne una ley fiscal federal con motivo de su 
primer acto de aplicación, el Juez de Distrito competente para conocer de la 
demanda de amparo es aquel que ejerce jurisdicción en el lugar del domicilio fiscal 
del contribuyente. En ese contexto, si el acto reclamado es la Ley del Impuesto a 
los Depósitos en Efectivo con motivo de su primer acto de aplicación, consistente 
en la retención de la contribución respectiva por parte de una institución del 
sistema financiero, para fijar la competencia del Juez que debe avocarse al 
conocimiento del asunto debe atenderse, por analogía, al criterio indicado, atento 
al artículo 36 de la Ley de Amparo. Por tanto, si el Tribunal Colegiado de Circuito 
que conozca del conflicto competencial no cuenta con elementos suficientes para 
determinar el domicilio fiscal de quien comparece a deducir la acción 
constitucional, debe devolver los autos al Juez declinante para que requiera al 
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quejoso, bajo protesta de decir verdad, a fin de que lo señale y, de ser posible, 
acompañe la constancia respectiva que lo acredite. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.637 A 
 
Competencia 8/2008. Suscitada entre el Juzgado Octavo de Distrito en 

Materia Administrativa en el Distrito Federal y el Juzgado Primero de Distrito 
en la Laguna, con residencia en Torreón, Coahuila. 5 de noviembre de 
2008. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. 
Secretario: Miguel Ángel Betancourt Vázquez. 

 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SU 
APLICACIÓN DIRECTA CORRESPONDE INDISTINTAMENTE A TODAS LAS 
AUTORIDADES ORDINARIAS O DE CONTROL CONSTITUCIONAL, SIEMPRE 
Y CUANDO NO DESAPLIQUEN, PARA ESE EFECTO, UNA LEY SECUNDARIA. 
 
Los artículos 40 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos consagran el principio de supremacía constitucional, en tanto disponen 
que la Constitución es la ley fundamental o suprema, naturaleza que niega la 
posibilidad de que esté sometida a otro cuerpo normativo superior y, en cambio, 
requiere que todo le sea inferior y que cada acto de autoridad esté de acuerdo con 
ella. Por tanto, en términos generales, todas las autoridades ordinarias o de 
control constitucional, están obligadas a aplicarla directamente, particularmente 
cuando se está en presencia de derechos fundamentales, aplicación que ya ha 
reconocido la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes. 
No obstante, las autoridades distintas a los Jueces Constitucionales del Poder 
Judicial de la Federación deben aplicar directamente la Constitución hasta el límite 
de lo dispuesto en una ley formal y material; es decir, sólo deben aplicar e 
interpretar los contenidos constitucionales. 

 
2a. CLXII/2008 
 
Contradicción de tesis 146/2008-SS. Entre las sustentadas por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito y el 
entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito 
(actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
propio circuito). 26 de noviembre de 2008. Unanimidad de cuatro votos. 
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Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Secretario: Francisco García Sandoval. 

 
CONTRIBUCIONES DE MEJORAS. PARA QUE CUMPLAN CON LA GARANTÍA 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA ES NECESARIO QUE LA CANTIDAD 
A PAGAR GUARDE RELACIÓN CON LA MAGNITUD DEL BENEFICIO 
OBJETO DEL TRIBUTO (INCREMENTO DEL VALOR DE LOS INMUEBLES), 
DERIVADO DE LA OBRA PÚBLICA RESPECTIVA, EN COMPARACIÓN CON 
EL DE LOS RESTANTES OBLIGADOS. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la proporcionalidad 
en la tributación tiende a garantizar que los gobernados contribuyan al gasto 
público en función de su respectiva capacidad contributiva. Así también, que ésta 
refleja la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos, lo que se 
representa por la relación estrecha entre el hecho imponible y la base gravable. 
Sin embargo, tratándose de las contribuciones de mejoras se considera que el 
sujeto pasivo no tributa en función de una riqueza tangible, claramente 
identificable, ni es posible diseñar una base gravable a título particular por cada 
uno de los obligados, sino que la tributación equivale a la derrama que entre ellos 
se distribuye, teniendo como dividendo el costo total de la obra, por lo que la sola 
remisión a la capacidad contributiva del sujeto pasivo, si bien es adecuada 
tratándose de impuestos, no resulta suficiente para emitir un pronunciamiento 
tratándose de contribuciones de mejoras, en donde debe atenderse a la dimensión 
jurídica del principio de proporcionalidad tributaria, lo que se traduce en que es 
necesario que exista una estrecha vinculación entre el objeto de la contribución y 
el monto del gravamen, es decir, la cantidad a pagar debe guardar relación con la 
magnitud del beneficio objeto del tributo (incremento del valor de los inmuebles), 
derivado de la obra pública respectiva, en comparación con el de los restantes 
obligados. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

 
IV.2o.A.244 A 
 
Amparo en revisión 212/2008. Alejandro Treviño Eglof. 12 de septiembre de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. 
Secretarios: Víctor Hugo Alejo Guerrero y Jaime Páez Díaz. 
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Amparo en revisión 272/2008. Javier de la Garza Treviño. 12 de septiembre 
de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez 
Manrique. Secretarios: Víctor Hugo Alejo Guerrero y Jaime Páez Díaz. 

 
Amparo en revisión 231/2008. María Patricia Kalifa Assad. 12 de septiembre 

de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretaria: Rebeca del Carmen Gómez Garza. 

 
DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON EL 
PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. 
 
Conforme al principio de generalidad tributaria, cuando una persona reúne las 
condiciones relativas a la obligación de contribuir al gasto público, debe tributar sin 
importar cuál sea su sexo, nacionalidad, edad, naturaleza jurídica, categoría social 
o preferencia ideológica, entre otros criterios; sin embargo, afirmar que todas las 
personas deben contribuir no implica que no habrá excepciones, ya que la causa 
que legitima la obligación tributaria es la existencia de capacidad idónea para tal 
fin, parámetro que debe entenderse vinculado con lo que se ha denominado 
"mínimo vital" o "mínimo existencial", y que se ha establecido en la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como una garantía fundada en la 
dignidad humana, configurada como el requerimiento de que los individuos tengan 
como punto de partida condiciones tales que les permitan desarrollar un plan de 
vida autónomo, a fin de facilitar que los gobernados participen activamente en la 
vida democrática. En ese sentido, cuando el legislador reconoce un nivel de renta 
o patrimonio -o, de ser el caso, alguna definición de consumo- que debe liberarse 
de la obligación tributaria, no se configura una excepción real al principio de 
generalidad, pues debe admitirse que las personas cuyos niveles de ingreso o 
patrimonio apenas resultan suficientes para subsistir no deberían verse 
conminadas a aportar cantidad alguna a título de contribuciones, pues ello sólo 
agravaría su ya precaria situación, lo cual no es la intención de una obligación 
fundada en un deber de solidaridad entre los gobernados. Con base en lo anterior, 
puede afirmarse que la exclusión de la imposición al mínimo vital permite cumplir 
con el principio de generalidad, al posibilitar que todas las personas contribuyan al 
sostenimiento de los gastos públicos, excepto aquellas que, al no contar con un 
nivel económico mínimo, deben quedar al margen de la imposición. 

 
1a. X/2009 
 
Amparo en revisión 811/2008. Alejandro Joaquín Martí García. 5 de 

noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
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DERECHOS DE LOS CONTRIBUYENTES. LA DUPLICACIÓN DEL PLAZO 
PARA INTERPONER LOS MEDIOS DE DEFENSA OPERA CONTRA ACTOS DE 
AUTORIDADES ADUANERAS CUANDO NO SE HACE DEL CONOCIMIENTO 
DEL GOBERNADO LA VÍA, PLAZO Y ÓRGANO ANTE EL QUE DEBE 
INTERPONERSE. 
 
Los artículos 1o. y 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente 
establecen, el primero, que dicha ley tiene por objeto regular los derechos y 
garantías básicos de los contribuyentes en sus relaciones con las autoridades 
fiscales y, el segundo, el derecho de los contribuyentes para impugnar las 
determinaciones fiscales que les sean adversas, la obligación de las autoridades 
fiscales de señalar en la resolución el recurso o medio de defensa procedente en 
su contra, el plazo para su interposición y el órgano ante quien debe formularse, 
así como hacer del conocimiento del contribuyente las cuestiones referidas en el 
supuesto que antecede al momento de notificar la determinación fiscal; y, que en 
caso de que en la resolución administrativa se omita informar al gobernado el 
derecho, la vía y el plazo que tiene para combatir aquélla, se duplicará el plazo 
que las leyes prevén para interponer el recurso administrativo o el juicio 
contencioso administrativo; de modo que los preceptos referidos tienen aplicación 
para todos los contribuyentes. Ahora bien, si la autoridad aduanera, en la 
resolución administrativa impugnada en el juicio de nulidad, en la que determinó 
un crédito fiscal, se abstuvo de hacer del conocimiento del contribuyente que el 
medio de defensa que procede en su contra es el recurso de revocación previsto 
en el Código Fiscal de la Federación, el plazo para interponerlo y el órgano 
competente que debe recibirlo y substanciarlo, resulta incuestionable que, en ese 
supuesto, opera la duplicación, en beneficio del contribuyente, del plazo de 
cuarenta y cinco días que establece el artículo 121 del código citado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.1o.A.166 A 
 
Revisión fiscal 280/2008. Administrador Local Jurídico del Norte del Distrito 

Federal. 23 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Julio 
Humberto Hernández Fonseca. Secretario: Hugo René Medina Ramos. 

 
DETENCIÓN PROLONGADA. EL HECHO DE QUE LOS AGENTES CAPTORES 
RETENGAN AL INDICIADO POR MÁS TIEMPO DEL QUE RESULTA 
RACIONALMENTE NECESARIO, EN ATENCIÓN A LAS CIRCUNSTANCIAS 
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PROPIAS DE LA DISTANCIA Y LA DISPONIBILIDAD DEL TRASLADO 
GENERA PRESUNCIÓN FUNDADA DE INCOMUNICACIÓN Y AFECTACIÓN 
PSÍQUICA DEL INCULPADO Y, POR ENDE, SU CONFESIÓN MINISTERIAL 
CARECE DE VALIDEZ. 
 
El cuarto párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que en los casos de delito flagrante, cualquier persona 
puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad 
inmediata y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Tal previsión 
implica la existencia de una garantía de inmediatez en la presentación del 
detenido ante la autoridad tan pronto sea posible, en aras de darle seguridad legal 
acerca de su situación particular. En ese tenor, si existen datos fehacientes de que 
los agentes captores retuvieron al indiciado por más tiempo del que resultaba 
racionalmente necesario, en atención a las circunstancias propias de distancia y 
disponibilidad de traslado, resulta inconcuso que dicha circunstancia genera 
presunción fundada de que el detenido estuvo incomunicado y que en ese periodo 
sufrió afectación psíquica por el estado de incertidumbre en cuanto a su seguridad 
jurídica y personal, dada la retención prolongada a la que estuvo sometido, lo que 
trasciende al estado psico-anímico en el que rindió su declaración ministerial y, por 
ende, su confesión respecto de los hechos que se le imputan carecerá de validez. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 

 
XX.2o.95 P 
 
Amparo directo 318/2005. 22 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gilberto Díaz Ortiz. Secretario: Salomón Zenteno Urbina. 
 
Amparo directo 397/2007. 20 de diciembre de 2007. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Arteaga Álvarez. Secretario: José Martín Lázaro Vázquez. 
 
Amparo directo 150/2008. 23 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Antonio Artemio Maldonado Cruz, secretario de tribunal autorizado 
por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal 
para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María Mayela 
Burguete Brindis 

 
DEVOLUCIÓN DE MERCANCÍAS EMBARGADAS CON MOTIVO DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA O 
RESARCIMIENTO ECONÓMICO. PROCEDE A FAVOR DE QUIEN ACREDITE 
SER EL LEGÍTIMO PROPIETARIO DE LOS BIENES. 
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El artículo 157 de la Ley Aduanera impone la obligación al Servicio de 
Administración Tributaria, previa solicitud del interesado, de devolverle las 
mercancías embargadas con motivo del procedimiento administrativo en la materia 
o, en su caso, resarcirle económicamente cuando obtuvo una resolución 
administrativa o judicial firme que así lo determine; sin embargo, ello está sujeto a 
que el peticionario justifique ser el legítimo propietario de los bienes, mediante la 
exhibición del documento idóneo, pues la determinación favorable no le otorga ni 
reconoce ese carácter a quien promovió el juicio de nulidad, porque el actor en 
dicha instancia sólo es el detentador de la mercancía; además, no sería 
jurídicamente posible que tuvieran derecho a los señalados conceptos tanto quien 
promovió la acción que derivó en la devolución o el resarcimiento, como aquel que 
justifique ser el legítimo propietario. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

 
IV.1o.A. J/15 
 
Revisión fiscal 95/2007. Administrador Local Jurídico de Guadalupe, Nuevo 

León. 11 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo López 
Pérez. Secretaria: Robertha Soraya de la Cruz Vega. 

 
Revisión fiscal 100/2007. Administrador Local Jurídico de San Pedro Garza 

García, Nuevo León. 11 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: 
Rodolfo R. Ríos Vázquez. Secretaria: Juana María Espinosa Buentello. 

 
Revisión fiscal 106/2007. Administrador Local Jurídico de Monterrey, Nuevo 

León y otras. 23 de agosto de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: 
Rodolfo R. Ríos Vázquez. Secretaria: Juana María Espinosa Buentello. 

 
Revisión fiscal 256/2007. Administrador Local Jurídico de San Pedro Garza 

García, Nuevo León. 21 de febrero de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: 
Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Elsa Patricia Espinoza Salas. 

 
Revisión fiscal 167/2008. Administrador Local Jurídico de Guadalupe, Nuevo 

León. 10 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo 
López Pérez. Secretaria: Priscila Ponce Castillo. 
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DILIGENCIA DE REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO DE BIENES. EL 
EJECUTOR QUE LA PRACTICA DEBE ESPECIFICAR EN EL ACTA QUE 
LEVANTE LOS DATOS ESENCIALES DE SU IDENTIFICACIÓN. 
 
Conforme al artículo 152 del Código Fiscal de la Federación, el ejecutor que 
practica una diligencia de requerimiento de pago y embargo de bienes no sólo 
debe identificarse ante la persona con quien entienda la diligencia, sino también 
levantar un acta pormenorizada de ésta. En ese sentido y tomando en cuenta que 
la indicada diligencia constituye un acto de molestia, resulta evidente que la 
identificación del ejecutor debe ser fehaciente y, por tanto, en el acta referida 
deben asentarse los datos esenciales de su identidad: el cargo que ocupa, la 
fecha de su credencial -para demostrar que está vigente-, el nombre de quien la 
expidió y el puesto que desempeña. 

 
1a. V/2009 
 
Amparo directo en revisión 1196/2008. Multiservicios Empresariales de la 

Laguna, S.C. de R.L. 29 de octubre de 2008. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos 
de la Barrera Vite. 

 
EMBARGO PRECAUTORIO DE MERCANCÍAS. PARA LLEVARLO A CABO 
CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN VI Y 
ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY ADUANERA, ES NECESARIO QUE 
LA AUTORIDAD QUE EXPIDE LA ORDEN RELATIVA LA DIRIJA Y NOTIFIQUE 
AL PARTICULAR AFECTADO, EN RESPETO A LAS GARANTÍAS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El artículo 151, fracción VI y antepenúltimo párrafo, de la Ley Aduanera, establece 
que las autoridades en la materia embargarán precautoriamente las mercancías y 
los medios en que se transporten, cuando el nombre o domicilio fiscal del 
proveedor o importador, señalado en el pedimento o en la factura, sean falsos o 
inexistentes o cuando en el domicilio fiscal señalado en dichos documentos no 
pueda localizarse al proveedor o la factura sea falsa y, que en estos supuestos, se 
requerirá de una orden emitida por el administrador general o el administrador 
central de investigación aduanera de la Administración General de Aduanas del 
Servicio de Administración Tributaria, para que proceda dicha medida durante el 
reconocimiento aduanero, segundo reconocimiento o la verificación de mercancías 
en transporte. Ahora bien, en respeto de las garantías de legalidad y seguridad 
jurídica previstas por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos, para llevar a cabo el embargo precautorio de 
mercancías cuando se actualice alguna de las hipótesis de referencia, es 
necesario que la autoridad que expide la orden relativa la dirija y notifique al 
particular afectado, pues ésta constituye el sustento del embargo; de ahí que sea 
necesario que se haga del conocimiento del particular para no dejarlo en estado 
de indefensión, permitiéndole cerciorarse de si consta por escrito, si fue emitida 
por autoridad competente, si contiene el nombre de la persona respecto de la cual 
se ordena la medida precautoria y demás cuestiones relacionadas con las 
aludidas garantías de legalidad y seguridad jurídica; razón por la cual, la sola 
existencia de la orden es insuficiente para tener por cumplidas tales formalidades. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
TERCER CIRCUITO. 

 
III.4o.A.54 A 
 
Revisión fiscal 180/2008. Administración Local Jurídica de Guadalajara. 23 de 

octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ramos Salas. 
Secretario: Rodolfo Munguía Rojas. 

 
FIANZA MERCANTIL. EL AVISO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 118 BIS 
DE LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS ES UNA CONDICIÓN 
PREVIA QUE DEBE CUMPLIRSE PARA PODER HACER VALER EL TÍTULO 
EJECUTIVO A QUE ALUDE EL NUMERAL 96 DEL PROPIO ORDENAMIENTO. 
 
El citado artículo 118 Bis, al señalar categóricamente que cuando las instituciones 
de fianzas reciban la reclamación de sus pólizas por parte del beneficiario, lo 
harán del conocimiento del fiado o, en su caso, del solicitante, obligados solidarios 
o contrafiadores, no da margen a una interpretación en contrario, pues de haber 
sido así, el legislador lo hubiese establecido como una simple aptitud de hacer, lo 
cual no acontece. Ahora bien, dicho precepto no contraviene el artículo 96 de la 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas, pues si bien es cierto que éste señala 
que "el documento que consigne la obligación del solicitante, fiado, contrafiador u 
obligado solidario, acompañado de una copia simple de la póliza y de la 
certificación de la o las personas facultadas por el consejo de administración de la 
institución de fianzas de que se trate, de que ésta pagó al beneficiario, llevan 
aparejada ejecución para el cobro de la cantidad correspondiente", también lo es 
que conforme al mencionado artículo 118 Bis, la obligación de la afianzadora de 
dar aviso al fiado de la reclamación de pago presentada por el beneficiario es una 
condición previa que debe cumplirse para que aquélla pueda hacer valer -en la vía 
ejecutiva mercantil- el documento a que alude el indicado artículo 96, el cual trae 
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aparejada ejecución, pues de lo contrario, dicho documento estaría viciado de 
origen al no actualizarse el supuesto legal de procedencia de la acción de cobro. 

 
1a./J. 96/2008 
 
Contradicción de tesis 75/2008-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Quinto y Octavo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 10 
de septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 

 
Tesis de jurisprudencia 96/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de septiembre de dos mil ocho. 
 
FIANZA MERCANTIL. PARA QUE PROCEDA LA ACCIÓN DE COBRO, LA 
AFIANZADORA DEBE ACREDITAR QUE AVISÓ AL FIADO O, EN SU CASO, 
AL SOLICITANTE, OBLIGADOS SOLIDARIOS O CONTRAFIADORES, DE LA 
RECLAMACIÓN DE PAGO EFECTUADA POR EL BENEFICIARIO, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 118 BIS DE LA LEY FEDERAL DE 
INSTITUCIONES DE FIANZAS. 
 
Conforme al artículo 93 de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, los 
beneficiarios deben requerir directamente y por escrito a las afianzadoras el pago 
de las pólizas de fianza, y sólo en caso de que tales instituciones no den 
contestación dentro del término legal o los reclamantes queden inconformes con 
sus resoluciones, éstos pueden acudir a la Comisión Nacional para la Protección y 
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros o ante los tribunales 
competentes para hacer valer sus derechos. Ahora bien, el hecho de que las 
reclamaciones de pago referidas se presenten directamente ante las afianzadoras 
permite cumplir la obligación establecida en el artículo 118 Bis de la Ley señalada, 
consistente en que "cuando las instituciones de fianzas reciban la reclamación de 
sus pólizas por parte del beneficiario, lo harán del conocimiento del fiado o, en su 
caso, del solicitante, obligados solidarios o contrafiadores". Así, de la 
interpretación conjunta de los citados preceptos legales se advierte que para que 
proceda la acción de cobro intentada por una afianzadora, ésta debe acreditar que 
avisó al fiado o, en su caso, al solicitante, obligados solidarios o contrafiadores, de 
la reclamación de pago efectuada por el beneficiario, en términos del mencionado 
artículo 118 Bis. Lo anterior es así, porque el aviso referido permite que los fiados 
-o a quienes corresponda conforme a la ley- puedan intervenir en los 
procedimientos de reclamación respectivos, alegando lo que a sus derechos e 
intereses convenga, pues sólo cuando no proporcionen a las afianzadoras la 
información, pruebas o documentos necesarios para hacerlos valer frente a los 
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beneficiarios, éstas podrán decidir libremente si efectúan o no los pagos 
reclamados. Además, no avisar a los fiados de las reclamaciones hechas por los 
beneficiarios puede originar el cobro indebido de pólizas de fianza, sea porque los 
deudores ya hubieren cumplido sus obligaciones o por tratarse de pagos 
improcedentes. 

 
1a./J. 95/2008 
 
Contradicción de tesis 75/2008-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Quinto y Octavo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 10 
de septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 

 
Tesis de jurisprudencia 95/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de septiembre de dos mil ocho. 
 
FINES EXTRAFISCALES Y DE POLÍTICA FISCAL. CUANDO PERSIGUEN UNA 
FINALIDAD AVALADA POR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS APORTAN ELEMENTOS ADICIONALES PARA EL 
ESTUDIO DE CONSTITUCIONALIDAD DE UN PRECEPTO. 
 
Acorde con la jurisprudencia P./J. 24/2000, de rubro: "IMPUESTOS. PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA PREVISTO POR EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 
CONSTITUCIONAL.", para cumplir el principio de equidad tributaria el legislador 
no sólo está facultado, sino que tiene la obligación de crear categorías o 
clasificaciones de contribuyentes, sustentadas en bases objetivas que justifiquen 
el tratamiento diferente, y que pueden responder a finalidades económicas o 
sociales, razones de política fiscal o incluso extrafiscales. En ese sentido, se 
advierte que las mencionadas finalidades económicas o sociales, o bien, las 
razones de política fiscal o extrafiscal que sustenten las categorías diferenciadoras 
establecidas por el legislador, cuando se materializan a través de bases objetivas 
y bajo parámetros razonables, no son una causa que justifique la violación a la 
garantía de equidad tributaria, sino que tal concatenación de circunstancias es lo 
que permite salvaguardar dicha garantía, es decir, cuando los indicados fines 
persiguen una finalidad avalada por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, aportan elementos adicionales para determinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de un determinado precepto. En tal virtud, partiendo de la 
premisa de que efectivamente existiría un trato diferenciado, la búsqueda de fines 
extrafiscales o de política tributaria no es la razón que justificaría el 
establecimiento de un trato discriminatorio, sino que evidenciaría que la 
diferenciación no vulnera la Constitución y que se cumplen los postulados de la 
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garantía de equidad. Argumentar lo contrario implica un error metodológico, al 
alterarse el orden de la conclusión en relación con las premisas, pues se partiría 
de la existencia -no corroborada- de una violación a la garantía de equidad 
tributaria, para posteriormente oponer a ésta la existencia de fines fiscales o 
extrafiscales que supuestamente justificarían la afectación a los derechos de los 
gobernados. Sin embargo, ello no es así, pues no debe inferirse que el trato 
simplemente desigual en automático implica una diferenciación discriminatoria y 
violatoria de garantías, sino que debe reconocerse que, en las circunstancias 
descritas, no se vulnera la mencionada garantía porque se persiguen las 
finalidades apuntadas, las cuales podrán analizarse desde una óptica 
constitucional. 

 
1a. XX/2009 
 
Amparo en revisión 811/2008. Alejandro Joaquín Martí García. 5 de 

noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 

 
FUNCIONAMIENTO DE ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES DEL DISTRITO 
FEDERAL. EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN XV, DE LA LEY RELATIVA, QUE 
PROHÍBE LA VENTA DE PRODUCTOS DERIVADOS DEL TABACO EN 
DIVERSOS COMERCIOS CUYOS GIROS PRECISA, LIMITA Y RESTRINGE DE 
FORMA INJUSTIFICADAMENTE ONEROSA EL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE LIBERTAD DE COMERCIO. 
 
Cuando una medida legislativa tiene como finalidad privilegiar un derecho 
fundamental sobre otro, debe acudirse al principio de "necesidad" para corroborar 
si el acto responde a un interés constitucional y no existe otro mecanismo menos 
restrictivo por el que pueda alcanzarse dicho objetivo, es decir, la limitación debe 
ser proporcional al interés que la justifica. En esa tesitura, tratándose de la 
restricción a la libertad de comercio prevista en el artículo 10, fracción XV, de la 
Ley para el Funcionamiento de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal, 
que prohíbe la venta de productos derivados del tabaco en los establecimientos 
mercantiles cuyos giros precisa, debe analizarse si aquélla, además de 
salvaguardar los derechos de terceros, que es una de las hipótesis 
constitucionalmente autorizadas, es razonable para el fin que se busca, que es, en 
términos amplios, la salvaguarda de los derechos fundamentales a la protección 
de la salud de las personas y a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y 
bienestar, contenidos en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. En ese contexto, el citado precepto legal no colma el aludido 
principio, en tanto que no logra evidenciar que la medida adoptada -restricción a la 
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venta de productos derivados del tabaco- sólo en los establecimientos mercantiles 
a los cuales se dirige, resulte la única solución o medida necesaria, pues si así 
fuera, debió prohibirse fumar de manera absoluta, por lo que la restricción a 
comercializar tabaco en determinados lugares no es condición indispensable para 
alcanzar el objetivo invocado ni, por ende, imperiosa o forzosa para desincentivar 
el consumo de tabaco en áreas específicas y menos aún, necesaria para proteger 
la salud, en virtud de que las indicadas mercancías pueden adquirirse en muchos 
y variados comercios; aunado a que resulta evidente que al estar encaminada tal 
disposición sólo a algunos de los múltiples giros mercantiles en los cuales se 
expenden e, incluso, al no existir restricción para que se porten cigarrillos, no se 
justifica válidamente que tal medida sea señalada o impuesta como única e 
imprescindible. Además cabe como probabilidad verosímil, que los adictos al 
tabaco adquieran y porten el producto que estimen van a consumir al asistir y 
permanecer en restaurantes, bares, etcétera. En consecuencia, el comentado 
artículo 10, fracción XV, que prohíbe vender los señalados productos en aras de 
garantizar el derecho a la protección de la salud de los no fumadores y a un 
ambiente libre de humo de tabaco, no es sustancial ni con alto grado de utilidad o 
eficacia y sí, en cambio, limita y restringe de forma injustificadamente onerosa el 
derecho fundamental de libertad de comercio. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.667 A 
 
Amparo en revisión 326/2008. Operadora de Centros de Espectáculos, S.A. 

de C.V. 29 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Alma Flores Rodríguez. 

 
GENERALIDAD TRIBUTARIA. NATURALEZA JURÍDICA Y ALCANCES DE 
ESE PRINCIPIO. 
 
Entre otros aspectos inherentes a la responsabilidad social a que se refiere el 
artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, está la 
obligación de contribuir establecida en el artículo 31, fracción IV, constitucional, 
resultando trascendente que cuando el legislador define la forma y términos en 
que ha de concurrirse al gasto público, considere a todas las personas -físicas o 
morales- que demuestren capacidad susceptible de gravamen, sin atender a 
criterios como la nacionalidad, estado civil, clase social, religión, raza, etcétera; y, 
en su caso, que las excepciones aplicables obedezcan a objetivos de política 
general, sociales o culturales considerados de ineludible cumplimiento. Así, el 
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principio de generalidad tributaria se configura como la condición necesaria para 
lograr la igualdad en la imposición y como un mandato dirigido al legislador 
tributario para que al tipificar los hechos imponibles de los distintos tributos agote, 
en lo posible, todas las manifestaciones de capacidad económica, buscando la 
riqueza donde ésta se encuentra. Ahora bien, dicho principio se presenta bajo dos 
ópticas: la primera, en sentido afirmativo, implica que todos deben contribuir, por lo 
que corresponde al legislador cuidar que los signos demostrativos de capacidad 
de alguna forma se plasmen en una norma tributaria como supuesto de hecho al 
que se vincula la obligación de contribuir; de manera que nadie tiene un derecho 
constitucionalmente tutelado a una exención tributaria, lo cual no implica que no 
habrá excepciones, considerando que la causa que legitima dicha obligación es la 
existencia de capacidad idónea para tal fin. La segunda óptica, en sentido 
negativo, se refiere a la prohibición de privilegios o áreas inmunes al pago de 
tributos, quedando prohibida la exención no razonable a los dotados de capacidad 
contributiva; de ahí que las exenciones -y, en general, las formas de liberación de 
la obligación- deben reducirse a un mínimo, si no abiertamente evitarse y, en todo 
caso, deben justificarse razonablemente en el marco constitucional, pues debe 
reconocerse que este postulado puede ser desplazado o atenuado, como medida 
excepcional, ante la necesidad de satisfacer otros objetivos constitucionalmente 
tutelados, adicionalmente al que ordinariamente corresponde a los tributos, es 
decir, la recaudación de recursos para el sostenimiento de los gastos públicos. 
Resulta conveniente precisar que lo señalado tiene primordial aplicación 
tratándose de impuestos directos que gravan la renta obtenida por las personas, 
dado que las exenciones tributarias pueden obedecer a lógicas completamente 
diferentes en otras contribuciones. 

 
1a. IX/2009 
 
Amparo en revisión 811/2008. Alejandro Joaquín Martí García. 5 de 

noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 

 
GENERALIDAD TRIBUTARIA. RELACIÓN DEL PRINCIPIO RELATIVO CON LA 
GARANTÍA DE AUDIENCIA. 
 
El artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone 
que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. Por 
otra parte, conforme al principio de generalidad tributaria, ninguna persona tiene 
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derecho a no contribuir a los gastos públicos, cuando efectivamente pone de 
manifiesto un signo de capacidad contributiva que justifique la imposición. En este 
sentido, no constituye una violación a la garantía de audiencia contenida en el 
citado precepto constitucional, la eliminación o modificación de algún supuesto 
normativo que contemplaba una exención tributaria. Al respecto, debe valorarse 
que la supuesta falta de audiencia no estaría tutelando la salvaguarda de la esfera 
jurídica del gobernado -la vida, la libertad, sus propiedades, posesiones o 
derechos-, ámbito en el cual eventualmente podría materializarse un acto de 
privación. En tal virtud, el hecho de que el legislador establezca una exención a 
favor de ciertas personas no origina el derecho de los demás a ser oídos para la 
justificación de tal medida, o para que puedan acreditar las razones por las que 
consideran que también deberían contar con ese trato favorable, lo cual desde 
luego no excluye el cuidado que el legislador debe tener, no sólo en la valoración 
de la exención como una medida excepcional, sino en que los supuestos 
normativos respectivos se configuren de manera que la medida de referencia no 
sea el vehículo para establecer diferenciaciones injustificadas. 

 
1a. XVIII/2009 
 
Amparo en revisión 811/2008. Alejandro Joaquín Martí García. 5 de 

noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 

 
HECHO NOTORIO. ES EL SIGNIFICADO DE VOCABLOS EN IDIOMA 
EXTRANJERO, QUE COMPARTEN LA ETIMOLOGÍA DE AQUELLOS CUYA 
SEMÁNTICA ES LA MISMA QUE EN CASTELLANO. 
 
El artículo 29, fracción IV, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 
dispone que el endoso debe constar en el título relativo o en hoja adherida al 
mismo, y llenar entre otros, el requisito del lugar y la fecha. Por su parte, el artículo 
132 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a las 
leyes mercantiles, por disposición expresa del diverso artículo 1054 del Código de 
Comercio, ordena que de la traducción de los documentos que se presenten en 
idioma extranjero, se mandará dar vista a la parte contraria, para que, dentro del 
plazo de tres días, manifieste si está conforme, y si lo estuviere o no contestare la 
vista, se pasará por la traducción y en caso contrario, el tribunal nombrará 
traductor. Conforme los preceptos legales citados, se concluye que para el 
ejercicio de la acción cambiaria directa, es menester acompañar a los títulos de 
crédito en que se funda, la traducción del endoso redactado en idioma inglés que 
acrediten la personalidad de la parte actora; no obstante, si en el renglón relativo a 
la fecha del endoso reza la leyenda: "Date/Fecha: February 15, 2007", debe 
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considerarse innecesario el acompañamiento de la traducción del mes en que 
dicho endoso fue redactado. Esto porque el significado del vocablo "February" es 
el de la palabra en castellano relativa al mes de "febrero", ya que ambos 
comparten el mismo origen etimológico, es decir, provienen del vocablo latín 
"febrarius", de donde resulta del dominio público, conocido por todos, su 
significado en castellano, con lo cual debe concluirse que este último constituye un 
hecho notorio, de conformidad con lo establecido en  la jurisprudencia sustentada 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 
963 del Tomo XXIII, junio de 2006, del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, con el título: "HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS 
GENERAL Y JURÍDICO." 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.7o.C.120 C 
 
Amparo en revisión 310/2008. Alimentos Concentrados de Chihuahua, S.A. 

13 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Sara Judith 
Montalvo Trejo. Secretaria: Elia Aurora Durán Martínez. 

 
HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN LAS 
PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO 
UTILIZAN PARA PONER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS 
SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS 
EMPLEADOS O EL ESTADO QUE GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR 
ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA RESOLVER UN 
ASUNTO EN PARTICULAR. 
 
Los datos que aparecen en las páginas electrónicas oficiales que los órganos de 
gobierno utilizan para poner a disposición del público, entre otros servicios, la 
descripción de sus plazas, el directorio de sus empleados o el estado que guardan 
sus expedientes, constituyen un hecho notorio que puede invocarse por los 
tribunales, en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo; porque la información 
generada o comunicada por esa vía forma parte del sistema mundial de 
diseminación y obtención de datos denominada "internet", del cual puede 
obtenerse, por ejemplo, el nombre de un servidor público, el organigrama de una 
institución, así como el sentido de sus resoluciones; de ahí que sea válido que los 
órganos jurisdiccionales invoquen de oficio lo publicado en ese medio para 
resolver un asunto en particular. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 

 
XX.2o. J/24 
 
Amparo directo 816/2006. 13 de junio de 2007. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Arteaga Álvarez. Secretario: Jorge Alberto Camacho 
Pérez. 

 
Amparo directo 77/2008. 10 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Arteaga Álvarez. Secretario: José Martín Lázaro Vázquez. 
 
Amparo directo 74/2008. 10 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Carlos Arteaga Álvarez. Secretario: Jorge Alberto Camacho 
Pérez. 

 
Amparo directo 355/2008. 16 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Antonio Artemio Maldonado Cruz, secretario de tribunal autorizado 
por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal 
para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Rolando Meza 
Camacho. 

 
Amparo directo 968/2007. 23 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Marta Olivia Tello Acuña. Secretaria: Elvia Aguilar Moreno. 
 
HUELGA. EL EMPLAZAMIENTO RELATIVO NO IMPIDE EL EMBARGO DE 
BIENES DE LA EMPRESA PARA ASEGURAR EL PAGO DE CUOTAS DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. 
 
De lo dispuesto por el artículo 924 de la Ley Federal del Trabajo se colige que a 
partir de la notificación del pliego de peticiones con emplazamiento a huelga, 
deberá suspenderse toda ejecución de sentencia alguna, así como tampoco podrá 
practicarse embargo, aseguramiento, diligencia o desahucio, en contra de la 
empresa o establecimiento, ni secuestrar bienes del local en que se encuentren 
instalados, salvo cuando antes de estallar la huelga se trate de créditos derivados 
de la falta de pago de las cuotas al Instituto Mexicano del Seguro Social. Luego, 
aunque el emplazamiento a huelga se haya llevado a cabo algunos años 
anteriores a la fecha en que se practicó el embargo por un crédito derivado de la 
falta de pago de cuotas al Instituto Mexicano del Seguro Social, y el estallamiento 
tan sólo algunos días posteriores a la fecha en que tuvo lugar el embargo, esa 
actuación respeta lo preceptuado por la norma legal invocada. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO. 

 
III.1o.T.100 L 
 
Amparo en revisión 109/2008. Sindicato de Empleados y Trabajadores en la 

Estructura, Armadura y Manufactura Industrial en el Estado de Jalisco. 27 
de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta 
Navarro Hidalgo. Secretaria: Esperanza Guadalupe Farías Flores. 

 
INCONFORMIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 88 DE LA LEY DE 
ADQUISICIONES DEL DISTRITO FEDERAL. EL PLAZO DE CINCO DÍAS PARA 
PROMOVERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA HÁBIL SIGUIENTE 
AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DEL ACTO O RESOLUCIÓN 
QUE SE RECURRA. 
 
El dispositivo legal no prevé expresamente en qué momento surten efectos las 
notificaciones de los actos o resoluciones emitidos con base en dicha ley, ni tal 
regla se contiene en otra disposición de ese ordenamiento; sin embargo, 
considerando que cualquier notificación en el derecho positivo mexicano, 
independientemente de la materia en la que incide el acto o resolución a notificar, 
precisa como requisito de validez y eficacia, entre otros, que surta sus efectos con 
relación a la persona notificada, debe colmarse esa omisión atendiendo a la 
legislación supletoria, que en el caso es la Ley de Procedimiento Administrativo 
del Distrito Federal. Por tanto, si se toma en consideración que los artículos 82 y 
74 de esta última legislación establecen, respectivamente, que las notificaciones 
en los procedimientos administrativos surten efectos al día hábil siguiente al en 
que fueren realizadas, así como que los plazos para llevar a cabo algún acto 
procesal se cuentan a partir del día hábil siguiente al en que surtan sus efectos las 
notificaciones respectivas, por tanto, el plazo para promover la inconformidad 
prevista en el artículo 88 de la Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal debe 
computarse a partir del día hábil siguiente al en que surta efectos la notificación 
del acto o resolución que se recurra, debiendo considerarse que la notificación 
surte efectos al día hábil siguiente al en que fuere practicada. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.1o.A.167 A 
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Revisión contenciosa administrativa 73/2008. Director de Recursos de 
Inconformidad de la Dirección General de Legalidad de la Contraloría 
General del Distrito Federal. 29 de agosto de 2008. Unanimidad de votos. 
Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Agustín Gaspar Buenrostro 
Massieu. 

 
INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LO TIENE EL ABOGADO DEL ACTOR 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA RECLAMAR, POR SU 
PROPIO DERECHO, EL DESECHAMIENTO DEL RECURSO DE APELACIÓN A 
CONSECUENCIA DEL IMPEDIMENTO PARA SU PRESENTACIÓN 
OPORTUNA, ASÍ COMO LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS 
DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA GENERAL EN QUE SE FUNDE 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). 
 
El artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé 
el derecho jurídicamente tutelado de libertad de trabajo, ante cuya transgresión su 
titular está facultado para demandar en el juicio de garantías el cese de ésta. En 
esa tesitura, cuando la autoridad impide la presentación oportuna del recurso de 
apelación al abogado del actor en el juicio contencioso administrativo del Distrito 
Federal, con base en el artículo 29 del Reglamento Interior del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo de la entidad, así como en el acuerdo mediante el cual 
se da a conocer el horario de recepción de documentos de la oficialía de partes 
del referido órgano, publicado en la Gaceta Oficial local el 6 de marzo de 2006, 
trayendo como consecuencia su desechamiento, dicho profesionista tiene interés 
jurídico para reclamar en amparo, por su propio derecho, tal determinación, pues 
ésta se traduce en la restricción de ejercer la profesión, consistente en la defensa 
de los intereses de sus representadas, e implica un quebranto personal y 
profesional que puede llevar consigo la pérdida de ingresos, de clientela y el 
desprestigio profesional, aunado a la responsabilidad civil y penal en que se 
incurriría por lo que pudiera considerarse un deficiente ejercicio de la abogacía, en 
la medida en que las referidas disposiciones prevén una limitante, en horario, para 
el ejercicio profesional. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.16o.A.12 A 
 
Amparo en revisión 318/2008. Jesús Alfonso Serrano de la Vega. 8 de 

octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. 
Secretaria: María Elena Bautista Cuéllar. 
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MARCAS. CLASE DE TUTELA FRENTE A LOS DIBUJOS, DISEÑOS 
INDUSTRIALES Y MODELOS DE UTILIDAD. 
 
La distintividad en las marcas debe producir transparencia en los mercados, por 
ello se confieren privilegios de uso temporalmente ilimitados. En cambio, los 
dibujos, diseños industriales y modelos de utilidad, han de ser creativos y en esa 
medida generan eficiencia, por lo que su tutela tiene como objetivo proteger la 
creatividad y fomentar la investigación que trascienda en innovaciones para 
obtener nuevos productos o formas ornamentales que beneficien al comercio y 
sean aprovechables por los consumidores; razón por lo cual, los privilegios 
conferidos tienen una protección temporal limitada. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.663 A 
 
Amparo directo 201/2008. The Coca-Cola Company. 8 de octubre de 2008. 

Mayoría de votos. Disidente: Patricio González-Loyola Pérez. Ponente: 
Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 

 
MARCAS. LOS ELEMENTOS UTILITARIOS Y FUNCIONALES DE LOS 
ENVASES TRIDIMENSIONALES NO SON REGISTRABLES SI CARECEN DE 
DISTINTIVIDAD Y NO IDENTIFICAN A QUIEN LOS PRODUCE. 
 
De acuerdo con el artículo 90, fracción III, de la Ley de la Propiedad Industrial, una 
forma tridimensional ha de tener un carácter distintivo y de originalidad, razón 
justificante y sine qua non para ser registrable como marca, ya que la mera 
idoneidad para obtener un resultado técnico, un carácter funcional y ser útil, son 
aspectos comunes y de uso corriente que no lo justifican, a menos que sus 
características sean inusuales, arbitrarias o de fantasía, pues éstas serán las que 
permitan al consumidor reconocer un producto por su apariencia y vincularlo, 
distinguirlo o asociarlo con quien lo produce. Por tanto, tratándose de envases 
tridimensionales, no son registrables los elementos utilitarios y funcionales, ya que 
se generarían derechos de exclusividad, monopolios y barreras al comercio no 
justificables, pues las características similares, tales como boquilla circular, 
superficie lisa para etiquetado o impresión y base circular, cumplen una función de 
eficacia en el manejo y uso por parte de los consumidores y, además, es la forma 
usual o habitual de los que se comercializan en México, de tal manera que no se 
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justifica su registro, precisamente por carecer de distintividad y no identificar a 
quien los produce. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.662 A 
 
Amparo directo 201/2008. The Coca-Cola Company. 8 de octubre de 2008. 

Mayoría de votos. Disidente: Patricio González-Loyola Pérez. Ponente: 
Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 

 
NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. EN EL ACTA 
CIRCUNSTANCIADA RELATIVA DEBEN ASENTARSE LOS DATOS DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO OBJETO DE AQUÉLLA. 
 
En las jurisprudencias 2a./J. 15/2001 y 2a./J. 40/2006, publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XIII, abril de 2001 y 
XXIII, abril de 2006, páginas 494 y 206, respectivamente, de rubros: 
"NOTIFICACIÓN FISCAL DE CARÁCTER PERSONAL. DEBE LEVANTARSE 
RAZÓN CIRCUNSTANCIADA DE LA DILIGENCIA (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN)." y 
"NOTIFICACIÓN PERSONAL. EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL PREVER LAS FORMALIDADES PARA SU PRÁCTICA, NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que si bien es cierto que el 
artículo 137 del Código Fiscal de la Federación no alude expresamente al 
levantamiento del acta circunstanciada donde se asienten los hechos respectivos 
de una diligencia de notificación personal, también lo es que ello deriva tácita y 
lógicamente del propio precepto; de esa manera, en el acta de notificación deberá 
hacerse constar quién es la persona que se busca y cuál es su domicilio; en su 
caso, por qué no pudo practicarse con el interesado, con quién se entendió la 
diligencia y se dejó el citatorio, así como el requerimiento de la persona a notificar 
y las razones por las cuales entendió la notificación con una persona distinta del 
destinatario. Acorde con esa conclusión, en el acta circunstanciada también 
deberán asentarse los datos del acto administrativo objeto de la notificación, lo 
que se colma si en el margen superior derecho de aquélla se asienta el número de 
identificación de dicho documento y dentro de la circunstanciación su contenido 
sustancial. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL 
DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO. 

 
XIX.1o.A.C.39 A 
 
Revisión fiscal 89/2008. Subadministradora en suplencia por ausencia del 

Administrador Local Jurídico de Ciudad Victoria, Tamaulipas, unidad 
administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda 
y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la 
Administración Local de Recaudación de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 29 
de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Blanco 
Quihuis. Secretaria: María Inés Hernández Compeán. 

 
NULIDAD LISA Y LLANA POR VICIOS DE FORMA DECLARADA CONFORME 
A LOS ARTÍCULOS 51, FRACCIÓN III, Y 52, FRACCIÓN II, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SE 
ACTUALIZA ANTE LA ILEGAL NOTIFICACIÓN DEL INICIO DE LAS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN, Y SUS ALCANCES SON LOS DEL TIPO 
DE NULIDAD EXCEPCIONAL QUE SE PREVEÍA EN EL ARTÍCULO 239, 
FRACCIÓN III, Y ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005. 
 
De la ejecutoria emitida por el Pleno del Más Alto Tribunal del País al resolver la 
contradicción de tesis 15/2006-PL, y del criterio que derivó de aquélla de número 
P. XXXIV/2007, cuyo rubro se lee: "NULIDAD ABSOLUTA Y NULIDAD PARA 
EFECTOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ALCANCE 
DEPENDE DE LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS 
VICIOS QUE ORIGINARON LA ANULACIÓN.", se constata que los actuales tipos 
de nulidad previstos en el artículo 52 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, son únicamente los distinguidos como "nulidad lisa y 
llana o absoluta" y "nulidad para efectos o relativa", siendo que la declaratoria de 
nulidad lisa y llana puede generarse por vicios de forma, de procedimiento o 
inclusive de falta de competencia, así como por vicios de fondo y que ante los 
primeros, la autoridad puede emitir un nuevo acto subsanando el vicio detectado, 
conteniéndose por lo tanto en estos casos, la nulidad del tipo excepcional que se 
preveía en el artículo 239, fracción III, y último párrafo del Código Fiscal de la 
Federación en su redacción vigente hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil 
cinco, pues en estos supuestos no se puede obligar a la autoridad a actuar pero 
tampoco se le puede impedir que lo haga, por derivarse de vicios formales. En 
consecuencia, en los supuestos en que se notifica ilegalmente el inicio de las 
facultades de comprobación de las autoridades  fiscales, esa actuación constituye 
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un vicio de forma que se ubica en la fracción III del artículo 51 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, en cuanto se refiere a los vicios del 
procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al resultado 
del fallo, y si bien en los términos del artículo 52, fracción II, del mismo 
ordenamiento legal, esa violación conlleva a una declaratoria de nulidad lisa y 
llana, por acontecer desde el origen del ejercicio de una facultad discrecional, ese 
tipo de nulidad no encuentra sustento en cuestiones de fondo sino de forma, y por 
tanto, la nulidad en dichos supuestos no puede ser para el efecto de que se 
obligue a la autoridad tributaria a que ejerza una facultad que en los términos 
legales resulta de naturaleza discrecional, pero tampoco puede impedirse a las 
autoridades que actúen en el sentido que legalmente les competa, con la sola 
limitante de que las facultades de comprobación se ejerzan conforme al plazo de 
la caducidad que para aquéllas se prevé en el artículo 67 del Código Fiscal de la 
Federación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
VI.1o.A.266 A 
 
Revisión fiscal 170/2008. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur y otras. 

13 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

 
Revisión fiscal 179/2008. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur y otras. 

13 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

 
Revisión fiscal 171/2008. Administrador Local Jurídico de Puebla Norte. 13 de 

noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez 
Espinoza. Secretaria: María Elena Gómez Aguirre. 

 
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. LA ACTITUD PROCESAL DE LAS PARTES ES 
UNO DE LOS ELEMENTOS ESENCIALES QUE LAS JUNTAS DEBEN TOMAR 
EN CUENTA PARA CALIFICARLO DE BUENA O MALA FE. 
 
Si se atiende a los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que regulan la institución jurídico-procesal denominada ofrecimiento de 
trabajo en el proceso laboral, se advierten cuatro elementos determinantes para su 
calificación, a saber: la categoría del trabajador, el salario percibido por sus 
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servicios, la jornada con que se realiza el ofrecimiento de trabajo y la actitud 
procesal de las partes; siendo esta última el elemento esencial para determinar la 
intención del patrón por arreglar la controversia en amigable composición, o su 
afán por revertir la carga procesal al trabajador; en tal virtud, cuando el patrón 
realice el ofrecimiento de trabajo las Juntas deben atender a los cuatro elementos 
citados, y de manera esencial a la actitud procesal de las partes para calificarlo de 
buena o mala fe. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.9o.T. J/53 
 
Amparo directo 3089/2006. Infinity Baby Products, S.A. de C.V. 5 de abril de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Emilio González Santander. 
Secretario: José Roberto Córdova Becerril. 

 
Amparo directo 10319/2006. Sergio Delfino Molina Dorantes. 22 de 

noviembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Emilio González 
Santander. Secretario: José Roberto Córdova Becerril. 

 
Amparo directo 124/2008. Imelda Raquel Hernández García. 20 de febrero de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Emilio González Santander. 
Secretaria: Adriana María Minerva Flores Vargas. 

 
Amparo directo 370/2008. Miguel Bernardo Vera y González. 21 de mayo de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Emilio González Santander. 
Secretario: José Roberto Córdova Becerril. 

 
Amparo directo 848/2008. 30 de septiembre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Emilio González Santander. Secretario: José Roberto Córdova 
Becerril. 

 
PAGARÉ. CUANDO NO SE ELABORE EN UN FORMATO COMERCIAL, SINO 
EN UNA HOJA SIMPLE EN LA QUE SE ASIENTE LA EXPRESIÓN 
"RECONOCEMOS Y PAGAREMOS INCONDICIONALMENTE", ELLO CUMPLE 
CON LA FÓRMULA SACRAMENTAL QUE EXIGE EL ARTÍCULO 170, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE 
CRÉDITO. 
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Si bien es cierto que en términos del artículo 170, fracción I, de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, la mención de ser "pagaré", inserta en el texto 
del documento constituye la frase sacramental de la que no puede adolecer, ya 
que tiene como finalidad distinguirlo del resto de los títulos de crédito que 
reconoce la ley, como el cheque o la letra de cambio; también lo es que esa 
exigencia legal no puede limitar su uso únicamente a la expresión "pagaré", ya 
que si se toma en cuenta que su denominación proviene de la promesa escrita por 
la cual una persona se obliga a pagar, por sí misma, una suma determinada de 
dinero (lo que se traduce en la promesa incondicional de pago), en ese sentido es 
claro que la expresión "pagaré", puede utilizarse como sustantivo o como verbo. 
Por ello, si del propio documento se obtiene que quienes lo suscribieron fueron 
dos personas, en el que la primera lo hizo como deudor principal y, la segunda, 
como aval, ello denota que ambos se obligaron a cubrir la cantidad de dinero ahí 
estipulada. En ese tenor es válido concluir que aun cuando no se haya elaborado 
en un formato comercial, sino en una hoja simple, en la que se asentó 
"reconocemos y pagaremos incondicionalmente", tal oración cumple con la 
fórmula sacramental que exige el citado numeral 170, fracción I, pues la expresión 
gramatical "pagaré" se utilizó en plural y como verbo al asentarse "pagaremos", 
por lo que, en ese sentido, indiscutiblemente se está ante la presencia de un título 
de crédito, en la especie "pagaré". 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 

 
VI.1o.C.116 C 
 
Amparo directo 156/2008. Catalina Texcaltenco Brindiz. 24 de junio de 2008. 

Unanimidad de votos. Ponente: Eric Roberto Santos Partido. Secretario: 
José Ignacio Valle Oropeza. 

 
PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN. PROCEDE LA RECTIFICACIÓN DE LA 
CANTIDAD DE MERCANCÍAS Y LA UNIDAD DE TARIFA APLICABLE EN 
MATERIA DE IMPUESTOS AL COMERCIO EXTERIOR, SI CON MOTIVO DEL 
RECONOCIMIENTO ADUANERO LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA FIJA 
UNA CLASIFICACIÓN ARANCELARIA DIFERENTE A LA QUE EL AGENTE O 
APODERADO ADUANAL DECLARÓ INICIALMENTE EN AQUÉL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2007). 
 
Una interpretación armónica y sistemática del artículo 89, fracción I, de la Ley 
Aduanera y de la regla 2.12.2., apartado B, numeral 1, de las Reglas de Carácter 
General en Materia de Comercio Exterior para 2007, publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación el 27 de abril de 2007, permite deducir que tratándose del 
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reconocimiento aduanero de mercancías importadas, procede la rectificación del 
pedimento respectivo inicialmente presentado, respecto de la cantidad de 
mercancías y la unidad de tarifa aplicable en materia de impuestos al comercio 
exterior, si es la propia autoridad administrativa quien determina una clasificación 
arancelaria distinta a la declarada inicialmente. En efecto, si bien es cierto que el 
primero de los preceptos indicados prevé la rectificación de los datos contenidos 
en los pedimentos de importación o exportación en la forma, modo y 
circunstancias que al respecto se detallan, a condición de que no se modifiquen 
las unidades de medida señaladas en las tarifas de las leyes de los impuestos 
generales de importación o exportación, así como el número de piezas, volumen y 
otros datos que permitan cuantificar las mercancías, también lo es que la aludida 
regla 2.12.2. dispone que si con motivo del reconocimiento aduanero la autoridad 
administrativa, en ejercicio de sus facultades de comprobación, fija una 
clasificación arancelaria diferente a la que el agente o apoderado aduanal declaró 
inicialmente en el pedimento, tal determinación otorga al particular la prerrogativa 
de rectificarlo respecto de la fracción arancelaria que corresponda y con la 
cantidad y unidad de tarifa aplicables, siempre que la descripción comercial de las 
mercancías declaradas en el pedimento corresponda con las importadas. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.7o.A.596 A 
 
Revisión fiscal 301/2008. Administrador Local Jurídico del Norte del Distrito 

Federal, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad 
demandada, firma en suplencia del primero, la Subadministradora Local 
Jurídica del Norte del Distrito Federal. 15 de octubre de 2008. Unanimidad 
de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar 
González Méndez. 

 
PROPORCIONALIDAD EN LA PONDERACIÓN. PRINCIPIOS DEL MÉTODO 
RELATIVO QUE DEBEN ATENDERSE PARA EVALUAR LA LEGITIMIDAD DE 
LAS MEDIDAS ADOPTADAS POR EL LEGISLADOR, EN EL JUICIO DE 
AMPARO EN QUE LA LITIS IMPLICA LA CONCURRENCIA Y TENSIÓN ENTRE 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LIBERTAD DE COMERCIO Y LOS 
RELATIVOS A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD, AL PLANTEARSE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA DE OBSERVANCIA GENERAL 
QUE PROHÍBE LA VENTA DE PRODUCTOS DERIVADOS DEL TABACO. 
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La litis en el juicio de amparo cuando se plantea la inconstitucionalidad de una 
norma de observancia general que prohíbe la venta de productos derivados del 
tabaco y tiene como objetivo la protección de la salud de los no fumadores, implica 
la concurrencia y tensión entre derechos fundamentales, como son el de libertad 
de comercio y los relativos a la protección de la salud y a un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo y bienestar, lo que amerita utilizar el método de 
proporcionalidad en la ponderación para resolver la controversia. Lo anterior es 
así, porque la libertad de comercio no es absoluta y, en ese sentido, admite 
restricciones e incluso la concurrencia de otros derechos como los mencionados. 
En ese contexto, atendiendo al señalado método, para evaluar la legitimidad de 
las medidas adoptadas por el legislador ordinario, es pertinente corroborar que se 
atiendan los principios siguientes: a) Admisibilidad. En primer lugar, la restricción 
creada por el legislador debe ser admisible conforme a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos e idónea para regir en el caso concreto donde se 
actualiza la medida; es decir, el legislador ordinario sólo puede restringir o 
suspender el ejercicio de los derechos fundamentales en los casos y en las 
condiciones que el propio Ordenamiento Supremo establece, como lo prescribe su 
artículo 1o. Por tanto, es claro que el legislador no tiene facultades para fijar 
limitaciones a derechos fundamentales, adicionales a las que derivan de la Norma 
Fundamental, y sus atribuciones de producción normativa sólo deben desplegarse 
para dar contenido exacto a aquéllas, que deben ser idóneas y adecuadas para el 
caso concreto o la necesidad social que determina una regulación; b) Necesidad. 
La medida legislativa de carácter restrictivo debe ser necesaria para asegurar la 
obtención de los fines que la fundamentan, porque no basta que la restricción sea 
en términos amplios, útil para la obtención de ese fin, sino que, de hecho, esa 
medida debe ser la idónea, óptima e indispensable para su realización. Por ello, el 
Juez constitucional debe asegurarse de que el fin buscado por el legislador no 
pueda alcanzarse razonablemente por otros medios menos restrictivos o intrusivos 
de derechos fundamentales, dado que las restricciones constitucionalmente 
previstas a éstos tienen un carácter excepcional, lo cual implica que el legislador 
debe echar mano de ellas sólo cuando sea estrictamente necesario; y, c) 
Proporcionalidad. La medida legislativa debe ser proporcional, lo que implica 
respetar una correspondencia entre la importancia del fin buscado por la ley y los 
efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses constitucionales. 
Así, el objetivo es que el resultado del balance entre ventajas y desventajas o 
entre beneficios y costos, siempre derive en un resultado o cociente positivo, si se 
quiere superavitario, entendiendo que el beneficio supere al daño, a partir de un 
equilibrio entre las razones pertinentes y que se atiendan en la medida del óptimo 
posible para casos concretos. De ahí que los anteriores principios deben 
contemplarse cuando se trate de restricciones suficientes u oponibles al disfrute 
de derechos fundamentales, como en el caso, la libertad de comercio. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.666 A 
 
Amparo en revisión 326/2008. Operadora de Centros de Espectáculos, S.A. 

de C.V. 29 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Alma Flores Rodríguez. 

 
PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. LA OMISIÓN DE LA JUNTA 
DE ANALIZAR LAS OFRECIDAS POR LAS PARTES ES VIOLATORIA DE LOS 
ARTÍCULOS 840, FRACCIÓN IV Y 841 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
 
Los artículos 840, fracción IV y 841 de la Ley Federal del Trabajo prevén, 
respectivamente, que los laudos deben contener la enumeración de las pruebas y 
su apreciación por parte de la Junta, y que deben dictarse a verdad sabida y 
buena fe guardada, y apreciando los hechos en conciencia, sin sujetarse a reglas 
o formulismos sobre estimación de las pruebas, pero expresando los motivos y 
fundamentos legales en que se apoyen. Ahora bien, cuando las partes dentro del 
procedimiento ofrecen pruebas de su parte y la Junta omite pronunciarse respecto 
de ellas en el laudo, ello constituye una violación a dichos preceptos que amerita 
el otorgamiento de la protección constitucional para el efecto de que la Junta, en 
un nuevo laudo, estudie y valore tales probanzas, y con base en ellas resuelva lo 
que en derecho proceda. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

 
IV.3o.T. J/72 
 
Amparo directo 456/90. José Antonio Silva. 7 de febrero de 1991. Unanimidad 

de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. Secretario: Jesús María 
Flores Cárdenas. 

 
Amparo directo 476/2006. Juan Carlos Cázares Barrón. 27 de septiembre de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretario: 
M. Gerardo Sánchez Cháirez. 
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Amparo directo 983/2006. Refugio Fuentes Meléndez y otros. 27 de marzo de 
2007. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretario: 
M. Gerardo Sánchez Cháirez. 

 
Amparo directo 728/2007. Raúl Bazaldúa Mireles. 22 de noviembre de 2007. 

Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretario: M. 
Gerardo Sánchez Cháirez. 

 
Amparo directo 277/2008. 1o. de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Marco Tulio Morales Cavazos, secretario de tribunal autorizado 
por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal, 
para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: M. Gerardo 
Sánchez Cháirez. 

 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NO CONSTITUYE UN 
REQUISITO DE PROCEDENCIA DE LA RECLAMACIÓN INDEMNIZATORIA 
QUE EL ACTO QUE SE CONSIDERE LESIVO SEA IMPUGNADO Y SE 
OBTENGA SU REVOCACIÓN O NULIDAD, PUES TAL ASPECTO 
ÚNICAMENTE TIENE RELEVANCIA Y ESTÁ INVOLUCRADO CON EL FONDO 
DEL ASUNTO. 
 
Ni del proceso legislativo que dio origen a la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, ni de los preceptos que la integran, se advierte que 
hubiera sido intención del legislador establecer como requisito de procedencia de 
la reclamación indemnizatoria la existencia de una resolución por la cual se 
hubiera obtenido la revocación o nulidad del acto que el particular considere 
lesivo, pues el Estado puede realizar un sin fin de actos que, aun cuando no sean 
impugnables, son susceptibles de causar daños y perjuicios en los derechos de 
los gobernados. En tal virtud, la procedencia de dicha acción y su consecuente 
estimación por parte del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
únicamente está supeditada a la demostración de la existencia de un acto 
administrativo irregular que hubiera causado un menoscabo a un particular que no 
tuviera obligación de soportar. Desde luego, la falta de impugnación del acto 
perjudicial, en los casos en que sí pueda combatirse, es una cuestión que, en todo 
caso, repercute en detrimento del reclamante al tener la dificultad de probar en el 
procedimiento indemnizatorio las razones por las cuales no tenía obligación de 
soportar el daño sufrido en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica 
de justificación para legitimarlo; sin embargo, tal omisión tiene relevancia y 
trasciende al fondo del asunto por cuanto a la falta de acreditamiento de los 
extremos de la acción intentada, pero que no constituye un motivo de 
improcedencia que dé lugar a su desechamiento o sobreseimiento. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.1o.A.165 A 
 
Amparo directo 182/2008. White Waters Trading, S.A. de C.V. 11 de julio de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: 
Agustín Gaspar Buenrostro Massieu. 

 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. PARA QUE SURTA EFECTOS 
RESPECTO DEL NOMBRAMIENTO O REMOCIÓN DEL INTERVENTOR CON 
CARGO A LA CAJA, LA QUEJOSA DEBE EXHIBIR COMO GARANTÍA UN 
DEPÓSITO DEL DIEZ POR CIENTO DE SUS INGRESOS MENSUALES, HASTA 
EN TANTO SE CUBRA LA CANTIDAD QUE SE LE REQUIERE. 
 
Si bien es cierto que de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 5/2003, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, 
febrero de 2003, página 278, de rubro: "SUSPENSIÓN EN MATERIA FISCAL. 
PROCEDE OTORGARLA EN CONTRA DEL NOMBRAMIENTO DEL 
INTERVENTOR CON CARGO A LA CAJA.", procede la suspensión contra el 
embargo de negociaciones con nombramiento de interventor con cargo a la caja, 
también lo es que de dicha tesis se advierte que quedará a criterio del juzgador 
fijar la garantía correspondiente. Bajo esa perspectiva, debe considerarse que en 
términos de la fracción II del artículo 151 del Código Fiscal de la Federación, 
tratándose del embargo de negociaciones, el aseguramiento y traba real del cobro 
del crédito fiscal no se dan en el acto mismo del embargo, sino a través de la 
imposición de la figura del interventor con cargo a la caja de la contribuyente y 
mediante la recaudación y gestiones que éste realice en su encargo. En 
consecuencia, para que surta efectos la suspensión definitiva en el juicio de 
garantías respecto del nombramiento o remoción del interventor con cargo a la 
caja, la quejosa debe exhibir como garantía, un depósito del diez por ciento de sus 
ingresos mensuales, hasta en tanto se cubra la cantidad que se le requiere, para 
cumplir con los artículos 135 de la Ley de Amparo y 165 del citado código, pues si 
se deja sin efectos el nombramiento del indicado interventor sin fijar una medida 
de aseguramiento del crédito fiscal, el embargo de la negociación será puramente 
virtual. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 
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II.1o.A.155 A 
 
Incidente de suspensión (revisión) 211/2008. Servicios de Distribución Alpha, 

S.A. de C.V. 8 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo 
Castro León. Secretaria: Adriana Yolanda Vega Marroquín. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 278/2008. Satélite Distribuidora, S.A. 8 de 

octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Andrea Zambrana 
Castañeda. Secretario: Roberto Carlos Moreno Zamorano. 

 
SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. EL 
EMBARGO COACTIVO ES JURÍDICAMENTE APTO PARA GARANTIZAR EL 
INTERÉS FISCAL Y, POR ENDE, PARA LA CONSECUCIÓN DE DICHA 
MEDIDA CAUTELAR, SI COLMA LOS EXTREMOS DEL ARTÍCULO 66 DEL 
REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
Es cierto que el embargo es, por excelencia, un medio de aseguramiento del 
interés fiscal que tienen a su disposición las autoridades y puede realizarse de 
manera coactiva. Así, la esencia de las diligencias de embargo se reduce, en 
principio, a asegurar los adeudos, tanto principales como accesorios, que los 
particulares tuvieran respecto del fisco, resultando una forma de garantía, inclusive 
forzosa, ya que es factible que la autoridad las practique aun en contra de la 
voluntad del destinatario. Luego, el embargo coactivo es jurídicamente apto para 
garantizar el interés fiscal y, por ende, para cumplir con uno de los requisitos que 
exige el artículo 144 del Código Fiscal de la Federación para la consecución de la 
suspensión del procedimiento administrativo de ejecución y, a la vez, satisfacer la 
necesidad jurídica de que la autoridad hacendaria tenga asegurado el 
cumplimiento cabal del crédito; empero, si bien el embargo coactivo puede 
asimilarse en sus efectos al embargo administrativo y conducir, por ende, a la 
paralización de la etapa de ejecución, dada su naturaleza jurídica, no debe 
perderse de vista que para tal fin ha de colmar los requisitos exigidos por el 
artículo 66 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, como son, su 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad y que se cubran, previo a la 
realización de la diligencia respectiva o a que surta los efectos que se pretenden, 
los gastos de ejecución, pues sólo de esta manera es legalmente posible asemejar 
el embargo coactivo al administrativo, para efectos de alcanzar la suspensión del 
indicado procedimiento. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 
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VI.3o.A. J/68 
 
Amparo en revisión 116/2002. Urbanizadora Delca y Asociados, S.A. de C.V. 

27 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas 
Fonseca. Secretario: Jorge Arturo Porras Gutiérrez. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 296/2002. Hilaturas Unilan, S.A. de C.V. 23 

de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. 
Secretario: Jorge Arturo Porras Gutiérrez. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 241/2005. Jorge Aurelio Archundia Ruiz. 7 

de julio de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza 
García. Secretario: Alejandro Ramos García. 

 
Amparo directo 323/2007. Quality Tune, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 

2007. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. 
Secretario: Alejandro Ramos García. 

 
Amparo en revisión 274/2008. 23 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Alejandro de Jesús Baltazar Robles. Secretario: Pedro Hermida 
Pérez. 

 
TRABAJADOR DE CONFIANZA, JORNADA LABORAL. CARGA DE LA 
PRUEBA. 
 
Conforme a lo dispuesto por el artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo, la 
autoridad responsable debe eximir al trabajador de probar determinados aspectos 
de la relación de trabajo, cuando por otros medios pueda llegar al conocimiento de 
los hechos; por otro lado, el artículo 18 de la ley en cita dispone que tratándose de 
las normas de trabajo, debe prevalecer la interpretación más favorable al 
trabajador. En consecuencia, si el numeral en primer término invocado no 
establece distinción entre un trabajador de planta y uno de confianza, ello significa 
que este último goza de la misma protección y que la Junta responsable debe 
eximirlo de la carga procesal de acreditar la duración de la jornada laboral, toda 
vez que donde la ley no distingue, no es dable al juzgador hacerlo sobre todo si 
esa interpretación, al distinguir, infringe perjuicio a la parte trabajadora. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.3o.T.195 L 
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Amparo directo 764/2008. Instituto para la Protección al Ahorro Bancario. 28 

de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Arturo 
Mercado López. Secretaria: Lourdes Alejandra Flores Díaz. 

 
TRIBUTO. EL HECHO IMPONIBLE, COMO UNO DE LOS ELEMENTOS QUE LO 
CONSTITUYEN, ES LA HIPÓTESIS JURÍDICA O DE FACTO QUE EL 
LEGISLADOR ELIGE COMO GENERADORA DE LA OBLIGACIÓN 
CONTRIBUTIVA. 
 
El tributo es una prestación patrimonial de carácter coactivo y a título definitivo, 
que de manera unilateral fija el Estado a cargo de las personas que realizan 
determinada conducta lícita, definida legalmente mediante una hipótesis jurídica o 
de hecho que es reflejo de capacidad económica, y cuyo destino es financiar el 
gasto público. Así, la contribución se configura por elementos cualitativos y 
elementos cuantitativos, relacionados lógicamente. Los primeros son: 1) el hecho 
imponible y 2) el sujeto pasivo; calificados así por la doctrina en atención a que 
acotan o definen el campo de aplicación de cada contribución. Junto a estos 
elementos cualitativos existen otros denominados mesurables o cuantitativos, 
pues tienen como objeto fijar los parámetros para determinar el monto de la deuda 
tributaria para cada caso concreto, siendo: a) la base imponible y b) el tipo, tasa o 
tarifa aplicable a la base. Ahora bien, el hecho imponible es la hipótesis jurídica o 
de hecho que el legislador elige como generadora del tributo, es decir, el conjunto 
de presupuestos abstractos contenidos en una ley, de cuya concreta existencia 
derivan determinadas consecuencias jurídicas, principalmente, la obligación 
tributaria. En otras palabras, el hecho imponible se constituye por las situaciones 
jurídicas o de facto previstas por el legislador en la ley cuya actualización causa la 
contribución relativa. Además, la creación del hecho imponible es, por excelencia, 
la forma por la cual se ejerce la potestad tributaria del Estado, por lo que la 
delimitación de su estructura queda al total arbitrio del legislador, siempre y 
cuando respete los principios constitucionales relativos. Por  tales razones, el 
titular de la potestad tributaria normativa puede tipificar en la ley, como hecho 
imponible, cualquier manifestación de riqueza, es decir, todo acto, situación, 
calidad o hecho lícitos, siempre y cuando respete, entre otras exigencias, la 
capacidad contributiva de los sujetos pasivos, que implica la necesidad de que 
aquéllos han de revestir, explícita o implícitamente, naturaleza económica. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

 
I.15o.A.113 A 
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Amparo directo 346/2008. Las Glorias del Pacífico, S.A. de C.V. 10 de 

diciembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés 
Galván. Secretario: Edgar Genaro Cedillo Velázquez. 

 
VALOR AGREGADO. EL ACREDITAMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, ES UNA 
PRERROGATIVA ESTABLECIDA A FAVOR DEL CONTRIBUYENTE, CUYA 
PROCEDENCIA ESTÁ CONDICIONADA AL CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS 
DE APLICACIÓN ESTRICTA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 5o. DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL PAGO DE 
LA COMPRAVENTA QUE GENERE LA REPERCUSIÓN DEL TRIBUTO, HAYA 
SIDO REALIZADO EN MONEDA EXTRANJERA Y EL CAUSANTE NO ESTÉ 
OBLIGADO A TENER UNA CUENTA BANCARIA EN ESA DIVISA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2006). 
 
El artículo 5o., fracción I, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en vigor 
durante dos mil seis, señala, entre otros requisitos, que a fin de que sea 
acreditable el Impuesto al Valor Agregado repercutido (convencional), los gastos, 
adquisiciones y, en general, cualquier otra erogación, deben ser deducibles para 
los efectos del Impuesto sobre la Renta. En tales condiciones, el artículo 31, 
fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, también vigente en dos mil seis, 
así como la regla 2.4.11. de la Resolución Miscelánea Fiscal para dos mil seis, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de abril de dos mil 
seis, exigen que los pagos cuyo monto exceda de dos mil pesos, se realicen, entre 
otras formas, mediante cheque nominativo del contribuyente, para abono en 
cuenta de la persona que extienda el comprobante fiscal. Ahora bien, de 
conformidad con la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, aun cuando 
las obligaciones de pago en moneda extranjera, contraídas dentro o fuera de la 
República Mexicana se solventarán entregando el equivalente en moneda 
nacional, al tipo de cambio que rija en el lugar y fecha en que se haga el pago, 
empero, ello no es obstáculo para que si las partes contratantes así lo acordaran, 
el pago pueda ser entregado en moneda extranjera. Bajo este contexto, es decir, 
cuando las partes contratantes de una compraventa hayan pactado que el pago se 
efectúe en moneda extranjera, entonces la parte compradora (contribuyente) que 
solicite la devolución del Impuesto al Valor Agregado que le haya sido repercutido, 
deberá hacer acopio de los medios que le permitan cumplir con los requisitos 
previstos en las leyes fiscales para la procedencia del acreditamiento 
correspondiente, a pesar de que esto incluya la apertura de una cuenta bancaria 
en moneda extranjera. En otras palabras, si bien es verdad que la parte quejosa 
no está legalmente obligada a llevar una cuenta de banco en esa divisa, también 
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es cierto que en la hipótesis de que dicha contribuyente haya acordado realizar el 
pago de una compraventa en dólares americanos y, al propio tiempo quisiera 
verse beneficiada con la procedencia del acreditamiento del Impuesto al Valor 
Agregado repercutido (convencional), entonces en tal supuesto, resulta 
indispensable que la impetrante cumpla con las normas que regulan la 
procedencia de tal prerrogativa establecida a su favor. Es importante destacar que 
el legislador condiciona el goce de dicha prerrogativa, o sea el acreditamiento del 
Impuesto al Valor Agregado repercutido (convencional), al cumplimiento de 
determinadas formalidades previstas en normas que son de aplicación estricta, en 
términos del artículo 5° del Código Fiscal de la Federación, o sea que se aplican 
única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto 
en aquéllas. De lo anterior se arriba a la conclusión de que resulta optativo para la 
quejosa contribuyente tener o no una cuenta bancaria en moneda extranjera, en 
virtud de que no se encuentra legalmente obligada a ello. Sin embargo, si la 
impetrante elige la segunda opción, esto es, no llevar una cuenta de banco en esa 
divisa, entonces debe asumir la consecuencia de su elección, traducida en que no 
se podrá beneficiar con la prerrogativa del acreditamiento del Impuesto al Valor 
Agregado repercutido (convencional). 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
VI.1o.A.268 A 
 
Amparo directo 412/2008. Transportes San Bernabé, S.A. de C.V. 3 de 

diciembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretaria: Luz Idalia Osorio Rojas. 

 
VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS EN TRANSPORTE EN MATERIA 
ADUANERA. SI LA AUTORIDAD DECIDE TRASLADARLAS A DETERMINADO 
LUGAR PARA UN MINUCIOSO RECONOCIMIENTO, DEBE LEVANTAR ACTA 
CIRCUNSTANCIADA AL MOMENTO EN QUE AQUÉLLA SE PRACTIQUE. 
 
Conforme a los artículos 46 y 150 a 153 de la Ley Aduanera, las autoridades 
aduaneras tienen facultades para verificar la legal estancia en el país de 
mercancías en transporte, lo cual provoca que al momento de practicarla no 
siempre sea factible realizar un reconocimiento detallado para determinar la 
existencia de irregularidades que ameriten el inicio del procedimiento aduanero 
respectivo, siendo necesario trasladarlas hasta un lugar en el que se tengan las 
condiciones adecuadas para ello, de ahí que el acta de irregularidades con que 
inicia el procedimiento aduanero no siempre puede levantarse al advertirse la 
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existencia de dichas mercancías, sino hasta que se efectúa la inspección. Ahora 
bien, lo anterior no implica que la autoridad esté en aptitud legal de trasladarlas sin 
hacer constar ese hecho en un documento, ya que en aras de garantizar el 
respeto a la garantía de seguridad jurídica, aquélla, atendiendo al principio de 
inmediatez, en el momento mismo de la verificación debe levantar un acta en la 
que haga notar las circunstancias de modo, tiempo y lugar, en que sucedan los 
hechos. Lo anterior, sin perjuicio de que dicha actuación se suspenda 
materialmente hasta que se trasladen las mercancías al recinto fiscal en donde, a 
la brevedad posible y justificable, proceda a la inspección correspondiente, de 
cuyo resultado dependerá el procedimiento a seguir. 

 
2a./J.  197/2008 
 
Contradicción de tesis 173/2008-SS. Entre las sustentadas por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Décimo Cuarto, ambos en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 26 de noviembre de 2008. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Luis Huerta Martínez. 

 
Tesis de jurisprudencia 197/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiséis de noviembre de dos mil ocho. 
 
VISITA DOMICILIARIA. LA ORDEN DE AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA QUE 
CONCLUYA DEBE ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 28 DE JUNIO DE 2006). 
 
La circunstancia de que la ampliación del plazo para concluir una visita 
domiciliaria, prevista en el artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación vigente 
hasta el 28 de junio de 2006, constituya una facultad discrecional de la autoridad, 
no implica que pueda dictarse en forma irrestricta, sino que como todo acto de 
molestia, la orden relativa debe estar debidamente fundada y motivada por 
imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, expresando las razones que sirvan de sustento a la citada ampliación, 
independientemente de que el indicado precepto 46-A sea omiso en disponerlo, 
pues no debe perderse de vista que la legislación ordinaria se encuentra 
supeditada al orden constitucional. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

 
VIII.1o. J/30 
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Amparo directo 390/2003. 16 de octubre de 2003. Unanimidad de votos. 

Ponente: José Mario Machorro Castillo. Secretario: Gilberto Andrés Delgado 
Pedroza. 

 
Amparo directo 234/2004. Carlos Alberto Díaz Cásarez. 17 de junio de 2004. 

Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Arroyo Montero. Secretario: 
José Israel Alcántar Camacho. 

 
Revisión fiscal 78/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón, Coahuila, 

por sí y en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y 
del Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 7 de abril de 2006. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julio Jesús Ponce Gamiño, secretario de 
tribunal en funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: 
Marcos Cardona Salazar. 

 
Revisión fiscal 139/2008. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 28 de 

agosto de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Gabriel Olvera 
Corral. Secretaria: Elva Guadalupe Hernández Reyes. 

 
Revisión fiscal 128/2008. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 16 de 

octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Gabriel Olvera 
Corral. Secretario: Marco Antonio Arredondo Elías. 

 
MARCAS. CLASE DE TUTELA FRENTE A LOS DIBUJOS, DISEÑOS 
INDUSTRIALES Y MODELOS DE UTILIDAD. 
 
La distintividad en las marcas debe producir transparencia en los mercados, por 
ello se confieren privilegios de uso temporalmente ilimitados. En cambio, los 
dibujos, diseños industriales y modelos de utilidad, han de ser creativos y en esa 
medida generan eficiencia, por lo que su tutela tiene como objetivo proteger la 
creatividad y fomentar la investigación que trascienda en innovaciones para 
obtener nuevos productos o formas ornamentales que beneficien al comercio y 
sean aprovechables por los consumidores; razón por lo cual, los privilegios 
conferidos tienen una protección temporal limitada. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.663 A 
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Amparo directo 201/2008. The Coca-Cola Company. 8 de octubre de 2008. 

Mayoría de votos. Disidente: Patricio González-Loyola Pérez. Ponente: 
Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 

 
MARCAS. LOS ELEMENTOS UTILITARIOS Y FUNCIONALES DE LOS 
ENVASES TRIDIMENSIONALES NO SON REGISTRABLES SI CARECEN DE 
DISTINTIVIDAD Y NO IDENTIFICAN A QUIEN LOS PRODUCE. 
 
De acuerdo con el artículo 90, fracción III, de la Ley de la Propiedad Industrial, una 
forma tridimensional ha de tener un carácter distintivo y de originalidad, razón 
justificante y sine qua non para ser registrable como marca, ya que la mera 
idoneidad para obtener un resultado técnico, un carácter funcional y ser útil, son 
aspectos comunes y de uso corriente que no lo justifican, a menos que sus 
características sean inusuales, arbitrarias o de fantasía, pues éstas serán las que 
permitan al consumidor reconocer un producto por su apariencia y vincularlo, 
distinguirlo o asociarlo con quien lo produce. Por tanto, tratándose de envases 
tridimensionales, no son registrables los elementos utilitarios y funcionales, ya que 
se generarían derechos de exclusividad, monopolios y barreras al comercio no 
justificables, pues las características similares, tales como boquilla circular, 
superficie lisa para etiquetado o impresión y base circular, cumplen una función de 
eficacia en el manejo y uso por parte de los consumidores y, además, es la forma 
usual o habitual de los que se comercializan en México, de tal manera que no se 
justifica su registro, precisamente por carecer de distintividad y no identificar a 
quien los produce. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.4o.A.662 A 
 
Amparo directo 201/2008. The Coca-Cola Company. 8 de octubre de 2008. 

Mayoría de votos. Disidente: Patricio González-Loyola Pérez. Ponente: 
Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 

 
NEGATIVA FICTA. AUN CUANDO EL ACTOR HAYA OMITIDO AMPLIAR SU 
DEMANDA EN EL JUICIO EN EL QUE SE IMPUGNA UNA RESOLUCIÓN DE 
ESE TIPO, LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA DEBEN EXAMINAR LA LITIS EN LOS TÉRMINOS EN QUE 
SE CONFIGURÓ. 
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Conforme al artículo 208, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2005 y su correlativo 14, fracción VI, de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, en la demanda de nulidad deben 
expresarse los conceptos de impugnación. Asimismo, los preceptos 210, fracción 
I, del indicado código y 17, fracción I, de la mencionada ley establecen la 
procedencia de la ampliación de la demanda en la hipótesis de que sea 
controvertida una resolución negativa ficta. Por su parte, los numerales 213, 
primer párrafo, fracciones III y IV, del código consultado y 20, fracciones III y IV, de 
la misma ley prevén que en la contestación de la demanda y su ampliación 
deberán exponerse los argumentos concretos relativos a cada uno de los hechos 
que el accionante impute de manera expresa en la demanda, afirmándolos o 
negándolos, y precisando además, aquellos que ignore por no ser propios o bien, 
exponiendo cómo ocurrieron, según corresponda y expresar los argumentos a 
través de los cuales se demuestre la ineficacia de los conceptos de nulidad. En 
ese orden de ideas, el hecho de que en el juicio en el que se impugna una 
resolución negativa ficta el actor omita ampliar su demanda, no obstante haber 
tenido la oportunidad para hacerlo, no exime a las Salas del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa de la obligación prevista en los artículos 17, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 237, 
párrafo segundo, del aludido código y 50 de la comentada ley, en cuanto al 
derecho fundamental de todo gobernado a la tutela jurisdiccional, ya que 
independientemente de que la controversia no se haya integrado con la demanda, 
su ampliación y las respuestas dadas a ambas, lo cierto es que en el supuesto 
descrito resulta indispensable que las referidas Salas examinen la litis en los 
términos en que se configuró, es decir, con la demanda y su contestación, para 
verificar si se expresaron los fundamentos y motivos de la resolución impugnada y, 
partiendo de ese análisis, emitir la sentencia que resuelva el conflicto sometido a 
su consideración. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.7o.A.597 A 
 
Amparo directo 246/2008. José Ángel Flores. 1o. de octubre de 2008. 

Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: 
Gustavo Naranjo Espinosa. 

 
NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. EN EL ACTA 
CIRCUNSTANCIADA RELATIVA DEBEN ASENTARSE LOS DATOS DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO OBJETO DE AQUÉLLA. 
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En las jurisprudencias 2a./J. 15/2001 y 2a./J. 40/2006, publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XIII, abril de 2001 y 
XXIII, abril de 2006, páginas 494 y 206, respectivamente, de rubros: 
"NOTIFICACIÓN FISCAL DE CARÁCTER PERSONAL. DEBE LEVANTARSE 
RAZÓN CIRCUNSTANCIADA DE LA DILIGENCIA (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN)." y 
"NOTIFICACIÓN PERSONAL. EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL PREVER LAS FORMALIDADES PARA SU PRÁCTICA, NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que si bien es cierto que el 
artículo 137 del Código Fiscal de la Federación no alude expresamente al 
levantamiento del acta circunstanciada donde se asienten los hechos respectivos 
de una diligencia de notificación personal, también lo es que ello deriva tácita y 
lógicamente del propio precepto; de esa manera, en el acta de notificación deberá 
hacerse constar quién es la persona que se busca y cuál es su domicilio; en su 
caso, por qué no pudo practicarse con el interesado, con quién se entendió la 
diligencia y se dejó el citatorio, así como el requerimiento de la persona a notificar 
y las razones por las cuales entendió la notificación con una persona distinta del 
destinatario. Acorde con esa conclusión, en el acta circunstanciada también 
deberán asentarse los datos del acto administrativo objeto de la notificación, lo 
que se colma si en el margen superior derecho de aquélla se asienta el número de 
identificación de dicho documento y dentro de la circunstanciación su contenido 
sustancial. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL 
DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO. 

 
XIX.1o.A.C.39 A 
 

Revisión fiscal 89/2008. Subadministradora en suplencia por ausencia del 
Administrador Local Jurídico de Ciudad Victoria, Tamaulipas, unidad administrativa 
encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del 
Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la Administración Local de 
Recaudación de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 29 de octubre de 2008. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Manuel Blanco Quihuis. Secretaria: María Inés 
Hernández Compeán. 
 
NULIDAD LISA Y LLANA POR VICIOS DE FORMA DECLARADA CONFORME 
A LOS ARTÍCULOS 51, FRACCIÓN III, Y 52, FRACCIÓN II, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SE 
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ACTUALIZA ANTE LA ILEGAL NOTIFICACIÓN DEL INICIO DE LAS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN, Y SUS ALCANCES SON LOS DEL TIPO 
DE NULIDAD EXCEPCIONAL QUE SE PREVEÍA EN EL ARTÍCULO 239, 
FRACCIÓN III, Y ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005. 
 
De la ejecutoria emitida por el Pleno del Más Alto Tribunal del País al resolver la 
contradicción de tesis 15/2006-PL, y del criterio que derivó de aquélla de número 
P. XXXIV/2007, cuyo rubro se lee: "NULIDAD ABSOLUTA Y NULIDAD PARA 
EFECTOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ALCANCE 
DEPENDE DE LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS 
VICIOS QUE ORIGINARON LA ANULACIÓN.", se constata que los actuales tipos 
de nulidad previstos en el artículo 52 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, son únicamente los distinguidos como "nulidad lisa y 
llana o absoluta" y "nulidad para efectos o relativa", siendo que la declaratoria de 
nulidad lisa y llana puede generarse por vicios de forma, de procedimiento o 
inclusive de falta de competencia, así como por vicios de fondo y que ante los 
primeros, la autoridad puede emitir un nuevo acto subsanando el vicio detectado, 
conteniéndose por lo tanto en estos casos, la nulidad del tipo excepcional que se 
preveía en el artículo 239, fracción III, y último párrafo del Código Fiscal de la 
Federación en su redacción vigente hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil 
cinco, pues en estos supuestos no se puede obligar a la autoridad a actuar pero 
tampoco se le puede impedir que lo haga, por derivarse de vicios formales. En 
consecuencia, en los supuestos en que se notifica ilegalmente el inicio de las 
facultades de comprobación de las autoridades  fiscales, esa actuación constituye 
un vicio de forma que se ubica en la fracción III del artículo 51 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, en cuanto se refiere a los vicios del 
procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al resultado 
del fallo, y si bien en los términos del artículo 52, fracción II, del mismo 
ordenamiento legal, esa violación conlleva a una declaratoria de nulidad lisa y 
llana, por acontecer desde el origen del ejercicio de una facultad discrecional, ese 
tipo de nulidad no encuentra sustento en cuestiones de fondo sino de forma, y por 
tanto, la nulidad en dichos supuestos no puede ser para el efecto de que se 
obligue a la autoridad tributaria a que ejerza una facultad que en los términos 
legales resulta de naturaleza discrecional, pero tampoco puede impedirse a las 
autoridades que actúen en el sentido que legalmente les competa, con la sola 
limitante de que las facultades de comprobación se ejerzan conforme al plazo de 
la caducidad que para aquéllas se prevé en el artículo 67 del Código Fiscal de la 
Federación. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
VI.1o.A.266 A 
 
Revisión fiscal 170/2008. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur y otras. 

13 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

 
Revisión fiscal 179/2008. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur y otras. 

13 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

 
Revisión fiscal 171/2008. Administrador Local Jurídico de Puebla Norte. 13 de 

noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez 
Espinoza. Secretaria: María Elena Gómez Aguirre. 

 
PATENTE DE AGENTE ADUANAL. SU CANCELACIÓN NO CONSTITUYE UNA 
PENA O SANCIÓN ADMINISTRATIVA, POR LO QUE NO VIOLA EL ARTÍCULO 
22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
 
El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo directo en revisión 823/2006 en sesión de 12 de agosto de 2008, sostuvo 
que las causales para la cancelación de la patente de agente aduanal previstas en 
el artículo 165 de la Ley Aduanera no pueden conceptuarse como sanciones, pues 
el propio texto de la ley las contempla en un apartado específico denominado 
"Infracciones y Sanciones", el cual abarca de los artículos 176 al 202, en los que 
se precisan a detalle las infracciones y sanciones administrativas que 
corresponden a cada caso en particular, de manera que las mencionadas 
causales son previsiones legales que tienden a garantizar la prestación regular de 
la actividad del agente o los atributos personales que siempre debe conservar 
como parte de su estatus. Consecuentemente, la cancelación de la patente de 
agente aduanal no puede considerarse como pena ni como sanción administrativa, 
sino como la pérdida de los atributos para desempeñar la función de agente 
aduanal, por lo que no resulta violatoria del principio de prohibición de las 
sanciones excesivas contenido en el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Por ello, no puede estimarse que la cancelación de la 
patente sea una sanción administrativa equiparable a las multas, que deba 
satisfacer los mismos requisitos exigidos conforme al precepto constitucional 
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mencionado, esto es, fijar parámetros que permitan la individualización de la 
sanción. 

 
2a. CLXI/2008 
 
Amparo directo en revisión 1399/2008. Martha Patricia Ordóñez López. 26 de 

noviembre de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: José 
Antonio Abel Aguilar Sánchez. 

 
PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN. PROCEDE LA RECTIFICACIÓN DE LA 
CANTIDAD DE MERCANCÍAS Y LA UNIDAD DE TARIFA APLICABLE EN 
MATERIA DE IMPUESTOS AL COMERCIO EXTERIOR, SI CON MOTIVO DEL 
RECONOCIMIENTO ADUANERO LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA FIJA 
UNA CLASIFICACIÓN ARANCELARIA DIFERENTE A LA QUE EL AGENTE O 
APODERADO ADUANAL DECLARÓ INICIALMENTE EN AQUÉL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2007). 
 
Una interpretación armónica y sistemática del artículo 89, fracción I, de la Ley 
Aduanera y de la regla 2.12.2., apartado B, numeral 1, de las Reglas de Carácter 
General en Materia de Comercio Exterior para 2007, publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación el 27 de abril de 2007, permite deducir que tratándose del 
reconocimiento aduanero de mercancías importadas, procede la rectificación del 
pedimento respectivo inicialmente presentado, respecto de la cantidad de 
mercancías y la unidad de tarifa aplicable en materia de impuestos al comercio 
exterior, si es la propia autoridad administrativa quien determina una clasificación 
arancelaria distinta a la declarada inicialmente. En efecto, si bien es cierto que el 
primero de los preceptos indicados prevé la rectificación de los datos contenidos 
en los pedimentos de importación o exportación en la forma, modo y 
circunstancias que al respecto se detallan, a condición de que no se modifiquen 
las unidades de medida señaladas en las tarifas de las leyes de los impuestos 
generales de importación o exportación, así como el número de piezas, volumen y 
otros datos que permitan cuantificar las mercancías, también lo es que la aludida 
regla 2.12.2. dispone que si con motivo del reconocimiento aduanero la autoridad 
administrativa, en ejercicio de sus facultades de comprobación, fija una 
clasificación arancelaria diferente a la que el agente o apoderado aduanal declaró 
inicialmente en el pedimento, tal determinación otorga al particular la prerrogativa 
de rectificarlo respecto de la fracción arancelaria que corresponda y con la 
cantidad y unidad de tarifa aplicables, siempre que la descripción comercial de las 
mercancías declaradas en el pedimento corresponda con las importadas. 
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 
I.7o.A.596 A 
 
Revisión fiscal 301/2008. Administrador Local Jurídico del Norte del Distrito 

Federal, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad 
demandada, firma en suplencia del primero, la Subadministradora Local 
Jurídica del Norte del Distrito Federal. 15 de octubre de 2008. Unanimidad 
de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar 
González Méndez. 

 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NO CONSTITUYE UN 
REQUISITO DE PROCEDENCIA DE LA RECLAMACIÓN INDEMNIZATORIA 
QUE EL ACTO QUE SE CONSIDERE LESIVO SEA IMPUGNADO Y SE 
OBTENGA SU REVOCACIÓN O NULIDAD, PUES TAL ASPECTO 
ÚNICAMENTE TIENE RELEVANCIA Y ESTÁ INVOLUCRADO CON EL FONDO 
DEL ASUNTO. 
 
Ni del proceso legislativo que dio origen a la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, ni de los preceptos que la integran, se advierte que 
hubiera sido intención del legislador establecer como requisito de procedencia de 
la reclamación indemnizatoria la existencia de una resolución por la cual se 
hubiera obtenido la revocación o nulidad del acto que el particular considere 
lesivo, pues el Estado puede realizar un sin fin de actos que, aun cuando no sean 
impugnables, son susceptibles de causar daños y perjuicios en los derechos de 
los gobernados. En tal virtud, la procedencia de dicha acción y su consecuente 
estimación por parte del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
únicamente está supeditada a la demostración de la existencia de un acto 
administrativo irregular que hubiera causado un menoscabo a un particular que no 
tuviera obligación de soportar. Desde luego, la falta de impugnación del acto 
perjudicial, en los casos en que sí pueda combatirse, es una cuestión que, en todo 
caso, repercute en detrimento del reclamante al tener la dificultad de probar en el 
procedimiento indemnizatorio las razones por las cuales no tenía obligación de 
soportar el daño sufrido en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica 
de justificación para legitimarlo; sin embargo, tal omisión tiene relevancia y 
trasciende al fondo del asunto por cuanto a la falta de acreditamiento de los 
extremos de la acción intentada, pero que no constituye un motivo de 
improcedencia que dé lugar a su desechamiento o sobreseimiento. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 
I.1o.A.165 A 
 
Amparo directo 182/2008. White Waters Trading, S.A. de C.V. 11 de julio de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: 
Agustín Gaspar Buenrostro Massieu. 

 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EN ACATO AL 
PRINCIPIO DE TIPICIDAD QUE RIGE EN DICHA MATERIA, CUANDO SE 
IMPUTA LA TRANSGRESIÓN A LINEAMIENTOS INSTITUCIONALES DE 
ÍNDOLE PRESUPUESTARIO, ES NECESARIO QUE SE IDENTIFIQUE CON 
PRECISIÓN EL CONTENIDO DE ESA NORMATIVIDAD, SEA LEGAL, 
REGLAMENTARIO O ADMINISTRATIVO. 
 
En términos generales todo funcionario debe abstenerse de incurrir en actos u 
omisiones que impliquen incumplimiento de cualquier disposición relacionada con 
el servicio público, motivo por el cual no sólo están obligados a acatar la ley en 
sentido estricto, sino también toda clase de cuerpos normativos entendidos en 
sentido lato, como podrían ser los manuales de organización, de procedimientos o 
de servicios al público, circulares, acuerdos y oficios, además de las instrucciones 
directas de sus superiores jerárquicos. Sin embargo, para que un servidor público 
pueda ser sancionado por el incumplimiento de dicha normatividad es 
indispensable que exista razonable certeza de su obligatoriedad, particularmente 
si se trata de un tema presupuestario, cuyo manejo se encuentra más 
ampliamente regulado por la importancia que tienen los recursos públicos en 
términos del artículo 134, párrafos primero y segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Luego, como en el derecho administrativo 
sancionador rige el principio de tipicidad, cuando se imputa a un servidor público la 
transgresión a lineamientos institucionales de índole presupuestario, es necesario 
que se identifique con precisión el contenido de esa normatividad, sea legal, 
reglamentario o administrativo, pues sólo así es posible evaluar si su conducta es 
susceptible de ser reprochada. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 

 
XVI.1o.A.T.22 A 
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Amparo directo 94/2008. Ana Laura Calleja Gómez. 10 de octubre de 2008. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretario: 
Miguel Ángel González Escalante. 

 
REVISIÓN EN AMPARO. EL QUEJOSO TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONER DICHO RECURSO SI EN LA SENTENCIA QUE LE CONCEDIÓ 
LA PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL SÓLO SE CONSIDERARON 
FUNDADOS LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE LE PERMITIERON EL 
PAGO DEL TRIBUTO IMPUGNADO CON UNA TASA MÍNIMA Y NO LOS QUE 
TENDRÍAN EL EFECTO DE DESINCORPORAR LA OBLIGACIÓN DE PAGO DE 
SU ESFERA JURÍDICA. 
 
Conforme al artículo 88, primer párrafo, de la Ley de Amparo, el recurso de 
revisión se interpondrá por medio de un escrito, en el cual el recurrente expresará 
los agravios que le cause la resolución o sentencia impugnada. Ahora bien, aun 
cuando, por regla general, la sentencia concesoria de amparo no genera agravio 
alguno al quejoso, pues mediante ella se reconoce la existencia de una violación y 
se le restituye en el goce de su garantía violada, no puede soslayarse que existen 
otros supuestos en los que la protección constitucional no satisface cabalmente la 
pretensión del gobernado, al haberse desestimado u omitido planteamientos 
dirigidos a lograr una protección más amplia y con mayores beneficios en su 
esfera jurídica, tal como sucede cuando al impugnar un tributo en la vía de amparo 
el quejoso plantea transgresión a su garantía de audiencia, así como a los 
principios tributarios de legalidad, de equidad y de proporcionalidad, y en la 
sentencia que le concede la protección de la Justicia Federal sólo se consideran 
fundados los conceptos de violación que le permiten el pago de dicha contribución 
con una tasa mínima y no los que tendrían el efecto de desincorporar la obligación 
de pago de su esfera jurídica, ya que en ese supuesto es indudable que la 
sentencia produce agravios al quejoso y lo legitima para acudir al mencionado 
recurso, en tanto que los planteamientos desestimados, en caso de prosperar, 
tendrían como efecto que obtuviera mayores beneficios. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

 
IV.2o.A.238 A 
 
Amparo en revisión 212/2008. Alejandro Treviño Eglof. 12 de septiembre de 

2008. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. 
Secretarios: Víctor Hugo Alejo Guerrero y Jaime Páez Díaz. 

 



 

58 

Amparo en revisión 272/2008. Javier de la Garza Treviño. 12 de septiembre 
de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez 
Manrique. Secretarios: Víctor Hugo Alejo Guerrero y Jaime Páez Díaz. 

 
Amparo en revisión 231/2008. María Patricia Kalifa Assad. 12 de septiembre 

de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretaria: Rebeca del Carmen Gómez Garza. 

 
REVISIÓN FISCAL. EL ARTÍCULO 248, FRACCIÓN III, INCISO E), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ESTABLECE UN PRESUPUESTO DE 
PROCEDENCIA DEL RECURSO, SIEMPRE Y CUANDO SE RELACIONE CON 
ALGÚN OTRO DE LOS PREVISTOS EN LOS DIVERSOS INCISOS DE DICHA 
FRACCIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).-  
Una nueva reflexión lleva a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación a apartarse del criterio contenido en la jurisprudencia 2ª./J. 12/99, de rubro: 
“REVISIÓN FISCAL, EL ARTÍCULO 248, FRACCIÓN III, INCISO E), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENE A PARTIR DEL 1º. DE ENERO 
DE 1997, NO ESTABLECE UN PRESUPUESTO DE PROCEDENCIA DEL 
RECURSO, SINO UNA CONDICIÓN PARA OBTENER RESOLUCIÓN 
FAVORABLE.”, consistente en que el articulo 248, fracción III, inciso e), del 
Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, no 
constituye un presupuesto de procedencia sino una condición para obtener una 
sentencia favorable, para establecer que el referido inciso sí constituye un 
supuesto de procedencia del recurso, siempre y cuando se relacione con algún 
otro supuesto de los previstos en los diversos incisos de esa fracción. 
 

2a./J. 203/2008 

 

Solicitud de modificación de jurisprudencia 5/2008.SS.- Ministro Mariano 
Azuela Guitrón.- 26 de noviembre de 2008.- Unanimidad de cuatro votos.- 
Ausente: Genaro David Góngora Pimentel.- Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos.- Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

 
Tesis de jurisprudencia 203/2008.- Aprobada por la Segunda Sala de este 

Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de noviembre de dos mil 
ocho. 

 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. PARA QUE SURTA EFECTOS 
RESPECTO DEL NOMBRAMIENTO O REMOCIÓN DEL INTERVENTOR CON 
CARGO A LA CAJA, LA QUEJOSA DEBE EXHIBIR COMO GARANTÍA UN 
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DEPÓSITO DEL DIEZ POR CIENTO DE SUS INGRESOS MENSUALES, HASTA 
EN TANTO SE CUBRA LA CANTIDAD QUE SE LE REQUIERE. 
 
Si bien es cierto que de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 5/2003, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, 
febrero de 2003, página 278, de rubro: "SUSPENSIÓN EN MATERIA FISCAL. 
PROCEDE OTORGARLA EN CONTRA DEL NOMBRAMIENTO DEL 
INTERVENTOR CON CARGO A LA CAJA.", procede la suspensión contra el 
embargo de negociaciones con nombramiento de interventor con cargo a la caja, 
también lo es que de dicha tesis se advierte que quedará a criterio del juzgador 
fijar la garantía correspondiente. Bajo esa perspectiva, debe considerarse que en 
términos de la fracción II del artículo 151 del Código Fiscal de la Federación, 
tratándose del embargo de negociaciones, el aseguramiento y traba real del cobro 
del crédito fiscal no se dan en el acto mismo del embargo, sino a través de la 
imposición de la figura del interventor con cargo a la caja de la contribuyente y 
mediante la recaudación y gestiones que éste realice en su encargo. En 
consecuencia, para que surta efectos la suspensión definitiva en el juicio de 
garantías respecto del nombramiento o remoción del interventor con cargo a la 
caja, la quejosa debe exhibir como garantía, un depósito del diez por ciento de sus 
ingresos mensuales, hasta en tanto se cubra la cantidad que se le requiere, para 
cumplir con los artículos 135 de la Ley de Amparo y 165 del citado código, pues si 
se deja sin efectos el nombramiento del indicado interventor sin fijar una medida 
de aseguramiento del crédito fiscal, el embargo de la negociación será puramente 
virtual. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

 
II.1o.A.155 A 
 
Incidente de suspensión (revisión) 211/2008. Servicios de Distribución Alpha, 

S.A. de C.V. 8 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo 
Castro León. Secretaria: Adriana Yolanda Vega Marroquín. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 278/2008. Satélite Distribuidora, S.A. 8 de 

octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Andrea Zambrana 
Castañeda. Secretario: Roberto Carlos Moreno Zamorano. 

 
SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. EL 
EMBARGO COACTIVO ES JURÍDICAMENTE APTO PARA GARANTIZAR EL 
INTERÉS FISCAL Y, POR ENDE, PARA LA CONSECUCIÓN DE DICHA 
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MEDIDA CAUTELAR, SI COLMA LOS EXTREMOS DEL ARTÍCULO 66 DEL 
REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
Es cierto que el embargo es, por excelencia, un medio de aseguramiento del 
interés fiscal que tienen a su disposición las autoridades y puede realizarse de 
manera coactiva. Así, la esencia de las diligencias de embargo se reduce, en 
principio, a asegurar los adeudos, tanto principales como accesorios, que los 
particulares tuvieran respecto del fisco, resultando una forma de garantía, inclusive 
forzosa, ya que es factible que la autoridad las practique aun en contra de la 
voluntad del destinatario. Luego, el embargo coactivo es jurídicamente apto para 
garantizar el interés fiscal y, por ende, para cumplir con uno de los requisitos que 
exige el artículo 144 del Código Fiscal de la Federación para la consecución de la 
suspensión del procedimiento administrativo de ejecución y, a la vez, satisfacer la 
necesidad jurídica de que la autoridad hacendaria tenga asegurado el 
cumplimiento cabal del crédito; empero, si bien el embargo coactivo puede 
asimilarse en sus efectos al embargo administrativo y conducir, por ende, a la 
paralización de la etapa de ejecución, dada su naturaleza jurídica, no debe 
perderse de vista que para tal fin ha de colmar los requisitos exigidos por el 
artículo 66 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, como son, su 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad y que se cubran, previo a la 
realización de la diligencia respectiva o a que surta los efectos que se pretenden, 
los gastos de ejecución, pues sólo de esta manera es legalmente posible asemejar 
el embargo coactivo al administrativo, para efectos de alcanzar la suspensión del 
indicado procedimiento. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

 
VI.3o.A. J/68 
 
Amparo en revisión 116/2002. Urbanizadora Delca y Asociados, S.A. de C.V. 

27 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas 
Fonseca. Secretario: Jorge Arturo Porras Gutiérrez. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 296/2002. Hilaturas Unilan, S.A. de C.V. 23 

de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. 
Secretario: Jorge Arturo Porras Gutiérrez. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 241/2005. Jorge Aurelio Archundia Ruiz. 7 

de julio de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza 
García. Secretario: Alejandro Ramos García. 
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Amparo directo 323/2007. Quality Tune, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 

2007. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. 
Secretario: Alejandro Ramos García. 

 
Amparo en revisión 274/2008. 23 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Alejandro de Jesús Baltazar Robles. Secretario: Pedro Hermida 
Pérez. 

 
TRIBUTO. EL HECHO IMPONIBLE, COMO UNO DE LOS ELEMENTOS QUE LO 
CONSTITUYEN, ES LA HIPÓTESIS JURÍDICA O DE FACTO QUE EL 
LEGISLADOR ELIGE COMO GENERADORA DE LA OBLIGACIÓN 
CONTRIBUTIVA. 
 
El tributo es una prestación patrimonial de carácter coactivo y a título definitivo, 
que de manera unilateral fija el Estado a cargo de las personas que realizan 
determinada conducta lícita, definida legalmente mediante una hipótesis jurídica o 
de hecho que es reflejo de capacidad económica, y cuyo destino es financiar el 
gasto público. Así, la contribución se configura por elementos cualitativos y 
elementos cuantitativos, relacionados lógicamente. Los primeros son: 1) el hecho 
imponible y 2) el sujeto pasivo; calificados así por la doctrina en atención a que 
acotan o definen el campo de aplicación de cada contribución. Junto a estos 
elementos cualitativos existen otros denominados mesurables o cuantitativos, 
pues tienen como objeto fijar los parámetros para determinar el monto de la deuda 
tributaria para cada caso concreto, siendo: a) la base imponible y b) el tipo, tasa o 
tarifa aplicable a la base. Ahora bien, el hecho imponible es la hipótesis jurídica o 
de hecho que el legislador elige como generadora del tributo, es decir, el conjunto 
de presupuestos abstractos contenidos en una ley, de cuya concreta existencia 
derivan determinadas consecuencias jurídicas, principalmente, la obligación 
tributaria. En otras palabras, el hecho imponible se constituye por las situaciones 
jurídicas o de facto previstas por el legislador en la ley cuya actualización causa la 
contribución relativa. Además, la creación del hecho imponible es, por excelencia, 
la forma por la cual se ejerce la potestad tributaria del Estado, por lo que la 
delimitación de su estructura queda al total arbitrio del legislador, siempre y 
cuando respete los principios constitucionales relativos. Por  tales razones, el 
titular de la potestad tributaria normativa puede tipificar en la ley, como hecho 
imponible, cualquier manifestación de riqueza, es decir, todo acto, situación, 
calidad o hecho lícitos, siempre y cuando respete, entre otras exigencias, la 
capacidad contributiva de los sujetos pasivos, que implica la necesidad de que 
aquéllos han de revestir, explícita o implícitamente, naturaleza económica. 
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DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

 
I.15o.A.113 A 
 
Amparo directo 346/2008. Las Glorias del Pacífico, S.A. de C.V. 10 de 

diciembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés 
Galván. Secretario: Edgar Genaro Cedillo Velázquez. 

 
VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS EN TRANSPORTE EN MATERIA 
ADUANERA. SI LA AUTORIDAD DECIDE TRASLADARLAS A DETERMINADO 
LUGAR PARA UN MINUCIOSO RECONOCIMIENTO, DEBE LEVANTAR ACTA 
CIRCUNSTANCIADA AL MOMENTO EN QUE AQUÉLLA SE PRACTIQUE. 
 
Conforme a los artículos 46 y 150 a 153 de la Ley Aduanera, las autoridades 
aduaneras tienen facultades para verificar la legal estancia en el país de 
mercancías en transporte, lo cual provoca que al momento de practicarla no 
siempre sea factible realizar un reconocimiento detallado para determinar la 
existencia de irregularidades que ameriten el inicio del procedimiento aduanero 
respectivo, siendo necesario trasladarlas hasta un lugar en el que se tengan las 
condiciones adecuadas para ello, de ahí que el acta de irregularidades con que 
inicia el procedimiento aduanero no siempre puede levantarse al advertirse la 
existencia de dichas mercancías, sino hasta que se efectúa la inspección. Ahora 
bien, lo anterior no implica que la autoridad esté en aptitud legal de trasladarlas sin 
hacer constar ese hecho en un documento, ya que en aras de garantizar el 
respeto a la garantía de seguridad jurídica, aquélla, atendiendo al principio de 
inmediatez, en el momento mismo de la verificación debe levantar un acta en la 
que haga notar las circunstancias de modo, tiempo y lugar, en que sucedan los 
hechos. Lo anterior, sin perjuicio de que dicha actuación se suspenda 
materialmente hasta que se trasladen las mercancías al recinto fiscal en donde, a 
la brevedad posible y justificable, proceda a la inspección correspondiente, de 
cuyo resultado dependerá el procedimiento a seguir. 

 
2a./J.  197/2008 
 
Contradicción de tesis 173/2008-SS. Entre las sustentadas por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Décimo Cuarto, ambos en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 26 de noviembre de 2008. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Luis Huerta Martínez. 
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Tesis de jurisprudencia 197/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiséis de noviembre de dos mil ocho. 
 
VISITA DOMICILIARIA. LA ORDEN DE AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA QUE 
CONCLUYA DEBE ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 28 DE JUNIO DE 2006). 
 
La circunstancia de que la ampliación del plazo para concluir una visita 
domiciliaria, prevista en el artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación vigente 
hasta el 28 de junio de 2006, constituya una facultad discrecional de la autoridad, 
no implica que pueda dictarse en forma irrestricta, sino que como todo acto de 
molestia, la orden relativa debe estar debidamente fundada y motivada por 
imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, expresando las razones que sirvan de sustento a la citada ampliación, 
independientemente de que el indicado precepto 46-A sea omiso en disponerlo, 
pues no debe perderse de vista que la legislación ordinaria se encuentra 
supeditada al orden constitucional. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

 
VIII.1o. J/30 
 
Amparo directo 390/2003. 16 de octubre de 2003. Unanimidad de votos. 

Ponente: José Mario Machorro Castillo. Secretario: Gilberto Andrés Delgado 
Pedroza. 

 
Amparo directo 234/2004. Carlos Alberto Díaz Cásarez. 17 de junio de 2004. 

Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Arroyo Montero. Secretario: 
José Israel Alcántar Camacho. 

 
Revisión fiscal 78/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón, Coahuila, 

por sí y en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y 
del Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 7 de abril de 2006. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julio Jesús Ponce Gamiño, secretario de 
tribunal en funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: 
Marcos Cardona Salazar. 
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Revisión fiscal 139/2008. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 28 de 
agosto de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Gabriel Olvera 
Corral. Secretaria: Elva Guadalupe Hernández Reyes. 

 
Revisión fiscal 128/2008. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 16 de 

octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Gabriel Olvera 
Corral. Secretario: Marco Antonio Arredondo Elías. 

 
  
 


